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CARTA DE ADHESIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 367 DE 2023 CÁMARA  
HONORABLE REPRESENTANTE GLORIA 

INÉS FLORES S. 
por medio del cual se adopta una Reforma Laboral 
para el trabajo digno y decente en Colombia y se 
modifican parcialmente el Código Sustantivo del 
Trabajo, Ley 50 de 1990, Ley 189 de 2002 y otras 

normas laborales.
Bogotá D.C., 17 de marzo de 2023
Señor
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
Secretario General Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
ASUNTO: Solicitud suscripción Proyecto de ley 

Reforma Laboral

Respetado Secretario,
Manifiesto mi interés de adherirme y firmar como 

coautora del Proyecto de ley “por medio del cual se 
adopta una Reforma Laboral para el trabajo digno y 
decente en Colombia y se modifican parcialmente el 
Código Sustantivo del Trabajo, Ley 50 de 1990, Ley 
189 de 2002 y otras normas laborales”, radicada el 
día 16 de marzo de 2023 por la Ministra del Trabajo 
Gloria Inés Ramírez Ríos.

Agradezco de antemano la atención prestada y la 
diligencia para dar trámite a esta solicitud y quedo 
atenta a indicaciones del procedimiento a seguir.

Atentamente,

 

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE PROYECTO DE LEY ORGÁNICA 

NÚMERO 360 DE 2023 CÁMARA 
por medio de la cual se modifica la Ley 5ª de 1992, 
Congreso Virtual, con el fin de implementar una 
plataforma digital exclusiva para la participación 
ciudadana en los Proyectos de ley del Congreso y se 
fortalecen los mecanismos de participación ciudadana.

UTL-176- 2023
Bogotá, D. C., 12 de mayo de 2023
Honorable Representante
JUAN CARLOS WILLS OSPINA
Presidente
Comisión Primera Constitucional Cámara de 

Representantes

Ciudad.
REF.: Informe de Ponencia para Primer 

debate Proyecto de ley Orgánica número 360 de 
2023 Cámara, por medio de la cual se modifica 
la Ley 5ª de 1992, Congreso Virtual, con el fin de 
implementar una plataforma digital exclusiva para 
la participación ciudadana en los Proyectos de ley 
del Congreso y se fortalecen los mecanismos de 
participación ciudadana.

Honorables Representantes:
En cumplimiento del encargo hecho por la 

Honorable Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional de la Cámara de Representantes del 
Congreso de la República y de conformidad con lo 
establecido en el artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, 
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me permito rendir Informe de Ponencia para primer 
debate Proyecto de Ley Orgánica número 360 de 
2023 Cámara, por medio de la cual se modifica 
la Ley 5ª de 1992, Congreso Virtual, con el fin de 
implementar una plataforma digital exclusiva para 
la participación ciudadana en los Proyectos de 
Ley del Congreso y se fortalecen los mecanismos 
de participación ciudadana, de acuerdo con las 
siguientes consideraciones:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
CONTENIDO

1. Trámite de la iniciativa
2. Antecedentes del Proyecto
3. Objeto del Proyecto de Ley Orgánica
4. Contenido del Proyecto
5. Problema a resolver
6. Antecedentes.
6.1. Antecedentes Jurídicos y Normativos sobre 

la materia en Colombia
a) La participación Ciudadana
b) La participación Ciudadana en la Gestión 

Pública
c) Perspectiva Socioeconómica y Política en el 

Contexto Colombiano
6.2. Fundamentos Jurídicos del proyecto de ley 
a) Constitucional
b) Legal
c) Marco Normativo Internacional
d) Jurisprudencial
6.2.1. Los mecanismos de participación 

ciudadana que inciden en la actividad del 
Senado de la República - Clasificación.

6.2.1.1. Participación Legalmente conformada
a) Mecanismos de participación ciudadana 

establecidos en la Ley 134 de 1994
b) Mecanismos de participación ciudadana 

establecidos en la Ley 5ª de 1992
c) Mecanismos de participación ciudadana 

establecidos en la Ley 1147 de 2007
d) Mecanismos de participación ciudadana 

establecidos en la Ley 1904 de 2018
e) Mecanismos de participación ciudadana 

establecidos en la Ley 850 de 2003
f) Mecanismos de participación ciudadana 

establecidos en la Ley 190 de 1995 y otras 
normas

g) Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 1828 de 2017. 

6.2.1.2. Otros Espacios de Participación
7. Tecnología, digitalización y la Virtualidad de 

los Parlamentos en el Mundo.
7.1. Tecnología y digitalización en el Mundo
7.2. Virtualidad de los Parlamentos en el Mundo

a)  Respuesta Parlamentaria a la Pandemia
b)  La participación pública
c) Modernización y transformación digital
d) Prioridades para los parlamentos de cara al 

futuro
8. Conclusiones
9. Competencias del Congreso
10. Conflicto de Interés
11. Proposición
12. Texto Propuesto para primer debate 
13. Referencias. 
1. TRÁMITE DE LA INICIATIVA
El Proyecto de Ley Orgánica número 360 de 

2023 Cámara, por medio de la cual se modifica 
la Ley 5ª de 1992, Congreso Virtual, con el fin de 
implementar una plataforma digital exclusiva para 
la participación ciudadana en los Proyectos de 
Ley del Congreso y se fortalecen los mecanismos 
de participación ciudadana; fue radicado el día 
14 de marzo de 2023 en Secretaría General de la 
Cámara de Representantes, por los honorables 
Representantes Marelen Castillo Torres, José Jaime 
Uscátegui Pastrana, Luis Miguel López Aristizábal, 
Erika Tatiana Sánchez Pinto, Flora Perdomo 
Andrade, Leider Alexandra Vásquez Ochoa, Ruth 
Amelia Caycedo Rosero, Astrid Sánchez Montes 
de Oca, Juan Manuel Cortés Dueñas, Catherine 
Juvinao Clavijo; de los Honorables Senadores: 
Beatriz Lorena Ríos Cuéllar, Miguel Uribe Turbay, 
Clara Eugenia López Obregón. 

2. ANTECEDENTES DEL PROYECTO
Este Proyecto de Ley Orgánica es la primera vez 

que se radica ante el Congreso de la República. 
A continuación, expongo los principales 

argumentos. 
3. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY 

ORGÁNICA
El presente Proyecto de Ley Orgánica, tiene 

como objeto implementar una plataforma digital 
exclusiva que permita la interacción entre 
ciudadanos y congresistas, admitiendo un efectivo 
pronunciamiento sobre los proyectos de ley 
frente a los trámites legislativos, y así participar 
en la construcción y aporte de los mismos. Que 
justifique según sea el caso, formular propuestas 
específicas sobre el particular, fortaleciendo los 
canales y mecanismos de participación ciudadana 
ya existentes en el Congreso de la República, de 
que trata el capítulo noveno de la Ley 5ª de 1992-
DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL 
ESTUDIO DE LOS PROYECTOS. 

4.  CONTENIDO DEL PROYECTO
La propuesta legislativa que presentamos está 

contentiva en cuatro (4) artículos, incluyendo 
vigencia y derogatorias. 
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Para el cumplimiento del objeto descrito en el 
numeral anterior, se encuentra contentivo en el 
artículo primero de la iniciativa, y luego se establece 
en el artículo segundo, adición de tres (3) parágrafos 
al artículo 230 de la Ley 5a de 1992, que introduce:

a) El Congreso Virtual, a través de una plataforma 
digital que tiene como finalidad facilitar la 
interacción entre ciudadanos y congresistas, 
permitiendo mecanismos y canales directos 
de participación ciudadana sobre proyectos 
de ley en trámites legislativos. Permitiendo, 
entre otras, la opción de manifestarse a favor 
o en contra, y, según corresponda, justificar 
la posición y formular propuestas específicas 
sobre el particular. 

b) El procedimiento e implementación del 
Congreso Virtual – plataforma digital, de 
todas las iniciativas legislativas que generen 
un mayor interés al ciudadano, desde que 
inicia su trámite. 

c) El fortalecimiento de la Unidad Coordinadora 
de Atención Ciudadana del Congreso de la 
República, para atender eficientemente lo 
estipulado en el proyecto de ley. 

El artículo tercero, establece el tiempo que tiene 
el Congreso de la República para reglamentar e 
implementar lo dispuesto en la iniciativa legislativa.

Finalmente, el artículo cuarto establece la 
vigencia y las derogatorias. 

5. PROBLEMA A RESOLVER
El mundo en general y particularmente 

América Latina vive procesos de profundas 
transformaciones de distinta índole, y la 
democracia sin lugar a duda se ha expandido 
como una opción de gobierno a escala mundial, 
aspecto importante que ha obligado a repensar 
los espacios e instituciones del Estado para la 
organización política-administrativa del mismo, 
generando condiciones sociales que impulsen la 
construcción de nuevas formas asociativas y de 
solidaridad social que exigen la apertura de los 
espacios públicos, acentuando la importancia 
de la PARTICIPACIÓN CIUDADANA en la 
consolidación de las democracias representativas. 
De esta manera, el gobierno ya no debe solamente 
depender de que los ciudadanos ejerzan libremente 
sus derechos políticos, sino que también se 
involucren, participen activamente en los 
diferentes ámbitos y etapas de todo el quehacer 
público. 

Sin lugar a duda, la expansión de diversos 
proyectos de participación ciudadana, ayudados 
por los diferentes ámbitos y actores sociales y 
políticos son una constante en la conformación 
de las relaciones entre gobernantes y gobernados; 
es por ello que el Congreso de la República viene 
adelantando diferentes estrategias y actividades 
estructuradas, aunando esfuerzos, estableciendo 
bases para un Parlamento Abierto, con el único 
objetivo de consolidar un gobierno más accesible 
y receptivo ante todos los ciudadanos. Dicha 

Alianza para el Gobierno Abierto – OGP, inició 
desde el 2012, y tiene como finalidad asegurar 
compromisos concretos de los gobiernos para 
promover la transparencia, combatir la corrupción, 
empoderar a la ciudadanía y hacer uso de las nuevas 
tecnologías como estrategia para el fortalecimiento 
de la gobernabilidad. Es importante resaltar que, la 
Cámara de Representantes ha adelantado seis (6) 
Planes de Acción, en temas como: 

(a) Construyendo un Congreso Abierto para la 
Paz. 

(b) De la mano de los colombianos. 
(c) Un Congreso de puertas abiertas.
(d) Información para todos.
(e) Un Congreso abierto y transparente de la mano 

con las comunidades afrodescendientes. 
(f) La Cámara de representa, y, actualmente 

se viene trabajando en un Plan de Acción 
(2022-2023) denominado “Para una Cámara 
moderna, abierta y transparente”. 

Lo anterior evidencia el compromiso de la 
Corporación, dirigido a que los ciudadanos 
garanticen su participación en los planes y 
actividades del Congreso, pero no es suficiente; 
toda vez que es desde esta rama Legislativa del 
Gobierno, donde se promulgan leyes nuevas 
y se cambian o modifican otras, se adelantan 
reformas trascendentales en temas como SALUD, 
LABORAL, PENSIONAL, EDUCACIÓN, y 
muchos otros temas de interés general, que afectan 
directamente a toda la ciudadanía colombiana. En 
consecuencia, es fundamental que la ciudadanía 
participe activamente de dichas propuestas de 
ley, y que incluso llegue la ciudadanía a formular 
propuestas específicas sobre el particular, 
dar una favorabilidad y conveniencia para la 
ciudadanía; como una forma de articulación 
entre la sociedad colombiana y esta importante 
Corporación del Estado, fortaleciendo la gestión 
pública y promoviendo el desarrollo humano 
sostenible.  Adicionalmente, que justifique según 
sea el caso formular propuestas específicas 
sobre el particular, fortaleciendo los canales 
y mecanismos de participación ciudadana ya 
existentes en el Congreso de la República, de que 
trata el capítulo noveno de la Ley 5ª de 1992-
DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL 
ESTUDIO DE LOS PROYECTOS. 

Esta propuesta, no solo despliega un proyecto 
concreto de participación ciudadana en Colombia en 
temas legislativos de interés y bienestar para todos 
los colombianos, sino que también sin duda es un 
importante mecanismo de participación real virtual 
que redundará en la transparencia del Congreso, la 
credibilidad del mismo, afianzando la confianza de 
los colombianos en la Corporación.

Esta gran iniciativa, busca que el Congreso 
cuente con una Plataforma virtual exclusiva y 
pensada para aprovechar los diversos conocimientos 
y perspectivas de la ciudadanía con miras a 



Página 4 Jueves, 18 de mayo de 2023 Gaceta del Congreso  497

fortalecer la Legislación y la democracia en nuestro 
país. Una web que debe permitir a los usuarios, no 
solo dar opinión sustentada a los Proyectos de Ley 
que se debaten en el Congreso, sino también debe 
permitir funciones como postular iniciativas, y dar 
conceptos de favorabilidad razonables y justificados 
en bienestar de todos los colombianos. 

El fin principal de la plataforma es fortalecer 
el canal de comunicación virtual que tenemos 
actualmente, con una web específica y de mayor 
participación, interacción e integración con redes 
sociales. Pero lo fundamental con la iniciativa es 
poder recoger con más claridad las opiniones de 
todos los colombianos, interiorizándolas con nuestro 
trabajo legislativo y facilitando que las comisiones 
del Congreso y los Congresistas conozcan su visión.

Sin lugar a duda el Congreso de la República 
actualmente cuenta con diversas formas en que la 
ciudadanía puede participar y tener conocimiento 
de todo lo que se adelanta; sin embargo, con esta 
propuesta queremos avanzar de manera virtual y 
con alta tecnología con el objetivo de fortalecer 
los mecanismos ya existentes en la materia. En 
la actualidad, es necesario que la ciudadanía se 
interese en participar, dar sus opiniones sustentadas, 
su voto de favorabilidad de la iniciativa que se 
adelanta; y que los Congresistas participen con la 
ciudadanía y que mejor forma interactiva; siempre 
prevaleciendo un diálogo respetuoso, que la 
diversidad de participación enriquezca todo nuestro 
entorno legislativo. Y que la ciudadanía en general, 
las diferentes organizaciones de la sociedad civil y 
todos los grupos de interés participen continuamente 
en el “CONGRESO VIRTUAL”. 

El hecho de que el Congreso de la República 
(Cámara de Representantes y Senado), coincidan 
en esta iniciativa legislativa, refleja un compromiso 
político de alto nivel, evidenciando responsabilidad 
con la ciudadanía, las universidades que realizan 
estudios e investigación sobre las diferentes reformas 
y proyectos de ley de interés. 

Lo esencial es democratizar el acceso de los 
ciudadanos a través del Congreso Virtual del 
Congreso escuchando activamente, y tomando 
en cuenta la retroalimentación, solamente se 
verá reflejada en leyes que serán más inclusivas, 
más diversas y a la hora de accionarse, siempre 
promoviendo el bienestar general de todos los 
ciudadanos. 

El Congreso Virtual, a través de una plataforma 
digital facilitará la interacción entre congresistas y 
ciudadanos, permitiendo que estos se pronuncien 
sobre proyectos de ley en trámite legislativo, y puedan 
participar en los mismos de acuerdo con las normas 
establecidas en el “Reglamento de Participación 
Ciudadana”. Para este efecto la plataforma ofrecerá 
la opción de manifestarse a favor o en contra, y, 
según corresponda, se justificará esa posición y se 
formulará propuestas específicas sobre el particular. 
El congreso incorporará en la plataforma virtual los 
proyectos de ley que puedan ser de mayor interés 

para el ciudadano, antes del inicio de la discusión en 
la comisión respectiva, con la finalidad de que sus 
resultados del “Congreso Virtual”, sean conocidos 
por la Comisión respectiva antes de que el proyecto 
sea votado finalmente en las plenarias de Cámara y 
Senado. 

6. Antecedentes
6.1  Antecedentes Jurídicos y normativos 

sobre la materia en Colombia
a) La participación ciudadana 
Según el Ministerio de Educación, define los 

mecanismos de participación ciudadana como: “[...] 
los medios a través de los cuales se materializa el 
derecho fundamental a la participación democrática, 
y permiten la intervención de los ciudadanos en 
la conformación, ejercicio y control del poder 
político. En ese sentido las entidades públicas del 
orden nacional y territorial deben formular un plan 
institucional anual para promover la participación 
ciudadana, para lo cual se diseñarán acciones en 
todos los niveles o grados de participación durante 
todas las fases de la gestión pública”. Vale la pena 
mencionar que, la combinación de diferentes variables 
sociales, económicas, políticas e incluso culturales 
convergen en un país afectando la perspectiva de los 
ciudadanos en lo que a la participación ciudadana 
respecta. Así, las necesidades del pueblo deben ser 
acatadas en forma de políticas públicas orientadas 
al progreso económico y social a través de los 
diferentes mecanismos de participación1.

La Constitución Política de 1991 consagra 
la participación ciudadana como un derecho 
fundamental, de su garantía depende en gran parte 
el fortalecimiento de la democracia, generando la 
posibilidad de que la ciudadanía tenga un contacto 
directo con las decisiones públicas que afectan su 
vida cotidiana. 

Las normas que reglamentan el funcionamiento 
de mecanismos e instancias de participación, sin 
dudas han generado grandes avances, que incentivan 
el desarrollo de los diferentes instrumentos que 
promueven los procesos participativos, tanto en 
la planeación del desarrollo, los presupuestos 
participativos, el control social y la rendición de 
cuentas, entre otros. 

Existen aspectos limitantes en la Participación 
Ciudadana, y crean barreras que impiden el goce 
efectivo de este importante derecho, limitaciones que 
configuran un problema central de política que generan: 
“baja apropiación institucional y social de la cultura 
del diálogo público entendida como una cultura 
orientada a la construcción de confianza pública 

1 Análisis actual de la Participación Ciudadana desde la 
perspectiva socioeconómica y política en el contexto 
Colombiano: Causas y Consecuencias. /https://reposi-
tory.ugc.edu.co/bitstream/handle/11396/6017/1.%20
A N % C 3 % 8 1 L I S I S % 2 0 A C T U A L % 2 0 D E % 2 0
LA%20PARTICIPACI%C3%93N%20CIUDA -
D A N A % 2 0 D E S D E % 2 0 L A % 2 0 P E R S P E C T I -
VA%20SOCIOECON%C3%93MICA%20Y%20P-
OL%C3%8DTICA.pdf?sequence=1
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alrededor de ejercicios de participación ciudadana y 
deliberación entre la institucionalidad y la sociedad”2, 
lo cual se asocia a tres grandes dimensiones:

a) Participación ciudadana y democracia. El 
desinterés de la ciudadanía en participar en los 
asuntos públicos, que se ha medido a través de 
la baja utilización de mecanismos, espacios, 
canales de participación; dificultades para la 
mitigación de factores que desincentivan la 
participación ciudadana; debilidades en las 
capacidades individuales, poblacionales y 
organizativas para la participación y el control 
social de los asuntos públicos, adicional con 
la escasa formación de la ciudadanía en los 
mecanismos de participación ciudadana. 

b) Participación ciudadana en la gestión 
pública. Las limitadas capacidades 
institucionales para garantizar el ejercicio 
de participación ciudadana, presentada por 
las dificultades para el involucramiento 
en los asuntos públicos de la ciudadanía, 
adicional con la destinación de recursos para 
garantizar el ejercicio de la participación 
ciudadana, el escaso conocimiento y análisis 
de participación ciudadana. 

c) Participación ciudadana y desarrollo. El 
involucramiento de la ciudadanía para la 
planeación en el desarrollo, adicionalmente, 
la falta de articulación de los ejercicios de 
planeación participativa entre los niveles 
territoriales, escasa planeación participativa 
en las políticas públicas sectoriales y 
ausencia de lineamientos para el ejercicio de 
presupuesto participativo.

La problemática identificada y referida 
anteriormente, se evidencia a través de procesos 
de consulta a diversos actores de la sociedad civil 
y la institucionalidad, liderada de acuerdo con las 
competencias legales para la formulación de políticas 
por parte del Ministerio del Interior, Departamento 
Administrativo de la Función Pública, acompañados 
por la Universidad Nacional Abierta y a Distancia. 
La consulta incluye varios departamentos del 
país, actores sociales sobre las deficiencias de la 
participación, instancias de planeación del desarrollo 
nacional y territorial y a representantes de entidades 
públicas responsables de promover la participación 
ciudadana en la gestión, como las organizaciones de 
la sociedad civil3. 

La política de participación ciudadana 
colombiana, debe estar orientada a fortalecer las 
capacidades de los individuos, poblaciones, grupos, 
organizaciones e instituciones, que faciliten y 
garanticen el ejercicio del derecho a la participación 
ciudadana y la generación de espacios de diálogo 
público. 

2 h t t p s : / / w w w. m i n i n t e r i o r. g o v. c o / w p - c o n t e n t /
uploads/2022/09/2022-09-22_DOCUMENTO-POLITI-
CA-PUBLICA-DE-PARTICIPACION-CIUDADANA-
VERSION-FINAL-AJUSTADA-27092022.pdf

3 Ibidem.

4

b) La participación Ciudadana en la Gestión 
Pública

Es un proceso de construcción social de las políticas 
públicas, equivale a un derecho, una responsabilidad 
y un complemento de los mecanismos tradicionales 
de representación política5. 

El concepto de participación ciudadana define 
claramente la participación en la gestión pública, se 
considera que dicha práctica aún no está consolidada 
y extendida en nuestro país. La ciudadanía tiene el 
deber y el derecho de participar en todas las etapas 
del ciclo de gestión de políticas públicas, esto 
significa participar desde el diseño, la formulación, la 
planificación, ejecución, seguimiento y evaluación. 
Es relevante que la participación ciudadana sea 
oportuna, esto significa desde el momento del 
diagnóstico de las problemáticas sociales que 
buscan solucionar las políticas públicas, aspecto que 
sin lugar a duda mejoraría la calidad de las políticas 
públicas.

6

4 Participación Ciudadana en la Gestión Pública en 
América Latina y el Caribe, ¿Cómo se lleva a la prác-
tica?, https://comunidades.cepal.org/ilpes/sites/default/
files/2018- 8/PARTICIPACI%C3%93N%20CIUDA-
DANA%20EN%20LA%20GESTI%C3%93N%20
P%C3%9ABLICA_C%C3%93MO.png

5 Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la 
Gestión Pública, 2009.

6 Participación Ciudadana en la Gestión Publica en 
América Latina y el Caribe. ¿Cómo? https://comu-
nidades.cepal.org/ilpes/sites/default/files/2018-08/
PA R T I C I PA C I % C 3 % 9 3 N % 2 0 C I U D A D A -
N A % 2 0 E N % 2 0 L A % 2 0 G E S T I % C 3 % 9 3 N % 2 0
P%C3%9ABLICA_QU%C3%89%20ES.png
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La participación ciudadana, sin lugar a duda es 
un elemento constitucional que permite el acceso a 
las decisiones políticas que hoy en día se discuten, 
mecanismo que no se está utilizando de manera 
general en Colombia y Latinoamérica. Es evidente 
el desinterés de algunos poderes y organismos 
estatales frente a las reformas que se están planteando 
y que son trascendentales para el país, la opinión, 
conceptos y aportes de la ciudadanía en general, 
esa retroalimentación, y hasta aceptación de las 
iniciativas, verdaderamente estaríamos aplicando el 
mecanismo desde la mejor perspectiva. 

La democracia, utilizada desde la antigua 
Grecia, donde “demos” es a “pueblo” y “cratos” es 
a “poder”, la élite que era considerada la ciudadana, 
se reunía en el AGORA, es decir en la plaza pública, 
para debatir los asuntos públicos, entiéndase 
también como una democracia directa. Hoy en día, 
las democracias son muy diferentes a la democracia 
ateniense, todas aquellas democracias que surgen 
como reacción al orden monárquico o regímenes 
autoritarios, corresponden a democracias que 
requieren una total “intervención”, una “ingeniera 
institucional”; toda vez que están planteadas en 
marcos normativos, constituciones políticas, y no 
se pueden catalogar como una democracia directa, 
podríamos calificarla como una democracia 
representativa. 

La participación ciudadana oportuna, legitima 
todos los procesos políticos y consecuentemente 
la democracia, y le otorga al ciudadano acceso y 
garantías, confianza, pasando de una democracia 
representativa en una democracia activa; lo cual no 
solo recoge la opinión de los ciudadanos, sino que, 
crea cultura política. 

 La administración pública tiene un gran desafío 
frente al actuar por parte de la ciudadanía de manera 
oportuna y de esta manera poder darle un valor 

7 Participación Ciudadana en la Gestión Publica en Améri-
ca Latina y el Caribe.

8 Ibidem.

público al momento de ejecutar la política, no se 
debe continuar con la práctica que se tiene hasta 
el momento por parte de las autoridades políticas 
y públicas a la transversalidad de las decisiones 
políticas institucionales, particularmente cuando 
las posiciones son radicales y no contemplan 
verdaderamente las necesidades sino corresponden 
a sus propias visiones, no las del interés general. 
La construcción de políticas públicas, de leyes, no 
solo están a cargo de los especialistas, teóricos, 
académicos, investigadores, sino también del sentir 
y la importancia que represente para los ciudadanos 
y ciudadanas. 

La participación ciudadana sin lugar a duda es 
una herramienta de gobierno abierto, pero no sirve 
de nada si no es cualificada, y ¿cómo puede serlo si 
la ciudadanía no dispone de la información pública 
que debe producir el Estado? Por lo tanto, el acceso 
a la información pública es uno de los aportes más 
importantes que puede realizarse, toda vez que el 
ciudadano debe recibir la información oportuna 
y veraz que no solamente le permita informarse, 
también en un marco de corresponsabilidad social, a 
partir de la información suministrada, para contribuir 
a la mejora de la gestión de lo público. 

Se trata de hacer uso productivo de las 
herramientas, y del impacto en el bienestar de 
la ciudadanía. La capacidad técnica del gobierno 
es determinante, pues no es tanto los temas 
que estén sonando a nivel mundial, deben ser 
los problemas reales que se resuelven y cuánto 
facilita la vida de los ciudadanos en su interacción 
con el gobierno. 

Es por ello que esta iniciativa legislativa 
coadyuvará a todo el proceso de participación 
que el Congreso de la República ha adelantado 
y es congruente porque los congresistas somos 
la representación del pueblo colombiano, y nos 
debemos a la ciudadanía que nos eligió para que la 
representemos.

c) Perspectiva Socioeconómica y Política en 
el Contexto Colombiano 

La participación ciudadana tiene influencia con 
el bienestar social y económico de los habitantes 
del territorio nacional colombiano, inciden en el 
bienestar sociopolítico y económico de las personas; 
aspectos que se ven opacados por la corrupción, 
el desinterés, la compra de votos y los favores 
políticos, entre otros, que terminan repercutiendo 
directamente en las condiciones básicas para los 
ciudadanos y su perspectiva sobre la participación 
política. 

Para lograr una correcta participación 
ciudadana deben tenerse en cuenta las instancias 
de participación, los cuales tienen como objetivo: 
la reducción de las asimetrías de poder entre los 
gobernantes y la ciudadanía y, el incremento de la 
efectividad de la gestión pública en la atención de 
los problemas públicos, mediante la vinculación 
de los actores en la definición de las políticas. 
Así, las instancias de participación tienen como 
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finalidad incrementar la efectividad, transparencia, 
corresponsabilidad, gobernabilidad, cooperación y 
la garantía de los derechos.

En el informe sobre la calidad de la ciudadanía en 
Colombia 2018, el filósofo colombiano, manifiesta 
que: “el Estado de Derecho es el resultado de 
los movimientos políticos, de las luchas por el 
reconocimiento y de los consensos sobre mínimos 
constitucionales a partir de los máximos morales 
referidos al sentido de la vida, que siguen siendo 
necesarios para que el pluralismo alimente, no sólo 
los acuerdos, sino sobre todo los disensos” (Hoyos, 
2010, pág. 56). 

De lo anterior, se pueden determinar dos 
instancias para definir qué mecanismo prefieren 
elegir entre su delegación: 

a) La sociedad civil, representada cuando la 
administración realiza elecciones. 

b) Representación cuando se refiere a la unión 
entre la sociedad civil y de la administración. 

Mecanismos de Participación 
Los Mecanismos de Participación son 

esenciales en la función del ejercicio democrático, 
son las bases de la herramienta transformadora 
de la realidad política de las democracias, 
pero, existen casos en los que no hay vocación 
por su aprovechamiento, particularmente en 
la democracia representativa, basada en las 
elecciones de encargados para la toma de 
decisiones sin que la mayoría de los ciudadanos 
intervengan. En Colombia, ni siquiera existe 
una obligación para el voto presidencial o para 
elecciones regionales, es por ello que se evidencia 
en elecciones una alta abstención de votantes. Es 
entendible que, nuestro entorno colombiano, dese 
hace mucho tiempo no se caracteriza por la cultura 
participativa y de manera general, pese a tener 
opción de participación en eventos de elección, 
muchos de los ciudadanos se abstienen por simple 
desinterés o apatía en temas políticos, incluso en 
ocasiones por considerar que su voto no aporta al 
proceso democrático, aspectos que son graves que 
solo evidencian la poca participación ciudadana, 
tal como lo consigna el informe sobre la calidad 
de la ciudadanía en Colombia en el año 2018.

9

9   Informe sobre la calidad de la ciudadanía en Colombia, 
2018.

6.1.1. Fundamentos Jurídicos del Proyecto de 
Ley

a) Constitucional 
La Constitución Política de Colombia de 1991, 

como ciudadanos nos dio el aval para participar e 
intervenir activamente en el control de la gestión 
pública. Al mismo tiempo, determinó la manera 
cómo los ciudadanos podrían participar en la 
planeación, el seguimiento y la vigilancia a los 
resultados de la gestión estatal. 

El preámbulo de la Constitución precisa que: 
… “El pueblo de Colombia, en ejercicio de su 

poder soberano, representado por sus Delegatarios 
a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando 
la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la 
unidad de la nación y asegurar a sus integrantes la 
vida, convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, 
el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un 
marco jurídico, democrático y participativo que 
garantice un orden político, económico y social 
justo, y comprometido a impulsar la integración de 
la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona 
y promulga la siguiente Constitución Política de 
Colombia”. 

El artículo 270 nos faculta como ciudadanos 
para que intervengamos activamente en el control 
de la gestión pública: “La ley organizará las 
formas y los sistemas de participación ciudadana 
que permitan vigilar la gestión pública que se 
cumpla en los diversos niveles administrativos y 
sus resultados”. 

El artículo 40: “[...] derecho a participar en 
la conformación, ejercicio y control del poder 
político”, para lo cual, además de tener los mayores 
de 18 años la potestad de elegir y ser elegido” 
(Const., 1991, art. 40).

b) Legal
Ley 134 de 1994
La normatividad colombiana expone los 

mecanismos de participación ciudadana en la Ley 
134 de 1994 (Estatuto de Participación Ciudadana) 
encargada de construir definiciones, finalidades y 
procedimientos para hacer efectivos los mecanismos 
de democracia directa. 

Ley Estatutaria 1757 de 2015
Ley Estatutaria 1757 de 2015 la cual establece 

“disposiciones en materia de promoción y protección 
del derecho a la participación democrática”. 

Estas dos leyes son básicamente los pilares 
fundamentales bajo los cuales se ampara la 
participación ciudadana junto con la facultad 
de tomar parte de los diferentes mecanismos de 
participación. 

Adicionalmente, el desarrollo de la caracterización 
de usuarios permite dar cumplimiento en su totalidad 
o parcialmente a las siguientes normas:
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Ley Normatividad
Ley 57 de 1985 “Por la cual se ordena la Publici-

dad de los actos y documentos ofi-
ciales”

Ley 134 de 1994 “Por la cual se dictan normas sobre 
mecanismos de Participación”

Ley 190 de 1995 – 
Art. 55

“Por la cual se dictan normas ten-
dientes a preservar la moralidad en 
la Administración Pública y se fi-
jan disposiciones con el fin de erra-
dicar la corrupción administrativa”

Ley 472 de 1988 “Por la cual se desarrolla el artícu-
lo 88 de la Constitución Política de 
Colombia en relación con el ejerci-
cio de acciones populares y de gru-
po y se dictan otras disposiciones”

Ley 489 de 1998 “Por la cual se dictan normas sobre 
la organización y funcionamiento 
de las Entidades del orden nacio-
nal, se expiden las disposiciones, 
principios y reglas generales para 
el ejercicio de las atribuciones pre-
vistas en los numerales 15 y 16 del 
artículo 189 de la Constitución Po-
lítica y se dictan otras disposicio-
nes”

Ley 720 de 2001 “Por medio de la cual se reconoce, 
promueve y regula la acción vo-
luntaria de la ciudadanía colombia-
nos”.

Ley 850 de 2003 “Por medio de la cual se reglamen-
tan las veedurías ciudadanas”

Ley 1474 de 2011 “Por la cual se dictan normas 
orientadas a fortalecer los mecanis-
mos de prevención, investigación y 
sanción de actos de corrupción y la 
efectividad del control de la ges-
tión pública”.

Ley 1448 de 2011 “Por la cual se dictan medidas de 
atención, asistencia y reparación 
integral a las víctimas del conflic-
to armado interno y se dictan otras 
disposiciones.”

Ley 1712 de 2014 “Se crea la Ley de Transparencia y 
del Derecho de acceso a la infor-
mación pública nacional y se dic-
tan otras disposiciones”

Ley 1757 de 2015 “Por la cual se dictan disposiciones 
en materia de promoción y protec-
ción del derecho a la participación 
democrática”

Documento CONPES 
3649 de 2010

Política Nacional del Servicio al 
Ciudadano.

Decreto 019 de 2012 “Por el cual se dictan normas para 
suprimir o reformar regulaciones, 
procedimientos y trámites innece-
sarios existentes en la Administra-
ción Pública”

Decreto 1008 del 14 
de junio de 2018

“Por el cual se oficializa el cam-
bio de la estrategia de Gobierno 
en línea a la política de Gobierno 
Digital para dar solución a las ne-
cesidades con el uso de la tecnolo-
gía, contribuyendo a la toma de de-
cisiones basadas en los datos para 
lograr el empoderamiento de los 
ciudadanos”.

c) Marco Normativo Internacional
a) Se referencia la Declaración de Derechos 

Universales adoptado en el seno de las 
Naciones Unidas desde 194810, lo cual 
establece que la ciudadanía tiene derecho a 
participar en el gobierno de manera directa 
o por medio de sus representantes y que 
la autoridad del poder público reside en el 
pueblo soberano. 

b) La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos de 197811, se reafirma la 
participación ciudadana como derecho, y 
en la Carta Democrática Interamericana 
del 200112, los Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos 
(OEA) reiteraron su compromiso de trabajar 
con la sociedad civil y acordaron que la 
participación genera desarrollo y es necesaria 
para la profundización de la democracia. 

c) La Declaración de innovación en el sector 
público del 2019 de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE)13. 

Colombia, al ratificar estos instrumentos 
se compromete a reflejar en su legislación el 
cumplimiento de estos compromisos. El mismo 
hecho de que la participación se constituya como 
principio constitucional, le otorga un valor supremo 
que guía la fundación y mantenimiento del Estado 
Colombiano14. 

Como derecho fundamental constitucional, la 
participación goza de un estatus superior dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano, por cuanto su 
garantía debe ser inmediata y la legislación de este 
derecho se reserva a las competencias del legislador 
estatutario.

d) Jurisprudencial 
i. la Sentencia C-180 de 199415 respaldó 

la noción de participación relativa a la 
democracia participativa, afirmando que esta 
no se limita a la consagración de mecanismos 
para que la ciudadanía tome decisiones 
en referendos o en consultas populares, o 
para que revoquen el mandato de quienes 

10 Declaración de Derechos Universales https://www.ohchr.
org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf

11 Convención americana sobre derechos humanos “Pacto 
de San José de Costa Rica” https://www.cidh.oas.org/Ba-
sicos/Spanish/Basicos2a.htm

12 Carta Democrática Interamericana del 2001https://www.
oas.org/charter/docs_es/resolucion1_es.htm

13 Declaración sobre innovación Instrumentos Jurídicos de 
la OCDE en el sector público https://oecd-opsi.org/wp-
content/uploads/2018/11/Declaraci%C3%B3n-Espanol.
pdf

14 h t t p s : / / w w w. m i n i n t e r i o r. g o v. c o / w p - c o n t e n t /
uploads/2022/09/2022-09-22_DOCUMENTO-POLITI-
CA-PUBLICA-DE-PARTICIPACION-CIUDADANA-
VERSION-FINAL-AJUSTADA-27092022.pdf

15 Sentencia de constitucionalidad de la Ley 134 de 1994. 
Magistrado Ponente (M. P.) Hernando Herrera Vergara.
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han sido elegidos, sino que implica que 
el ciudadano pueda participar frecuente y 
permanentemente en los procesos decisorios 
no electorales que inciden en los asuntos 
públicos. 

ii. La Sentencia C-089A de 199416, refuerza 
la noción de participación ciudadana como 
un derecho fundamental de la ciudadanía 
para intervenir en los asuntos públicos, 
de manera complementaria a los procesos 
electorales, posicionándola como parte 
esencial de la estructura del Estado Social 
de Derecho. Los Diferentes espacios 
sectoriales de participación ciudadana, 
pudieron ser definidos en desarrollo de 
mandatos constitucionales o a partir de 
avances jurisprudenciales leyes y normativas 
que regulan e incentivan la participación 
ciudadana.

iii. Sentencia de Constitucionalidad Sentencia C 
150 de 2015, que marcaron tres hitos en la 
evolución de este derecho en Colombia: (i). 
Flexibilizó los mecanismos de participación 
ciudadana de origen popular y de autoridad 
pública respecto al cumplimiento de los 
requisitos, la conformación de comités de 
impulso, los topes de financiamiento, entre 
otros aspectos. (ii). Definió una arquitectura 
institucional para coordinar la participación 
ciudadana y su financiación, de esta forma 
creó el Consejo Nacional de Participación 
Ciudadana como un órgano colegiado 
asesor, definió el gasto en participación y 
avanzó en el establecimiento de fuentes 
de financiación, entre ellas, el Fondo de 
la Participación Ciudadana y facultó a 
las entidades territoriales para que bajo 
su discrecionalidad y autonomía, puedan 
llevar a cabo ejercicios de presupuestación 
participativa, indicando que un porcentaje de 
los recursos territoriales podrán ser definidos 
participativamente. (iii). Definió los 
ejercicios de rendición de cuentas, control 
social y veedurías.

6.2. La Participación Ciudadana en el 
Congreso de la República

El Congreso de la República como 
representación del pueblo y responsable de 
las reformas constitucionales a través de actos 
legislativos, del trámite de proyectos de ley, 
elecciones, debates de control político y público 
y demás actividades legislativas y administrativas 
a su cargo, desarrolla dentro de sus actividades, 
aquellas que por norma o por otros espacios de 
participación, permiten involucrar a la ciudadanía 
y a los grupos de interés17. 

Con el fin de que exista una interacción entre 
la ciudadanía, partes interesadas y el Senado de la 

16 M. P. Vladimiro Naranjo.
17 https://www.senado.gov.co/images/MECANISMOS_

DE_PARTICIPACI%C3%93N_CIUDADANA.pdf

República, la Corporación cuenta con mecanismos 
de participación ciudadana legalmente conformados 
y con otros espacios de participación, facilitando así 
espacios de diálogo18.

6.2.1. Los mecanismos de participación 
ciudadana que inciden en la actividad del 
Senado de la República se clasifican en19: 

6.2.1.1 Participación legalmente conformada: 
a) Mecanismos de participación ciudadana 

establecidos en la Ley 134 de 1994: 
Hace referencia a los mecanismos de participación 

ciudadana contenidos en la Ley 134 de 1994, como 
lo son la iniciativa popular legislativa como derecho 
político de un grupo de ciudadanos para presentar 
proyectos de actos legislativos y de ley ante el 
Congreso de la República. 

También contempla como mecanismos de 
participación ciudadana los referendos derogatorios 
y aprobatorios, que son aquellos en los que los 
ciudadanos tienen la facultad de participar en 
aprobar o rechazar un proyecto de acto legislativo o 
de ley en su totalidad o en alguna de sus partes. 

b) Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 5ª de 1992: 

- Presentación de conceptos jurídicos, 
comentarios: 

Se alude al contenido de la Ley 5ª de 1992 en 
la que se faculta a todas las personas, naturales o 
jurídicas para presentar observaciones respecto a 
proyectos de ley o actos legislativos que se adelanten 
en las diferentes comisiones constitucionales 
permanentes y en las Plenarias del Senado de la 
República y la Cámara de Representantes. En 
dicho aspecto, corresponde a las dependencias del 
Congreso de la República mantener actualizado el 
avance de los trámites mencionados anteriormente 
con la finalidad de que los ciudadanos e interesados, 
públicos y privados, que pretendan intervenir en 
el trámite legislativo conozcan su estado actual y 
se salvaguarde su derecho a la participación. Este 
derecho se encuentra desarrollado en la Sentencia 
del 27 de enero de 2016, M. P. Jorge Ignacio Pretelt, 
en el que se aclara que las observaciones ciudadanas 
no generan irregularidades en el trámite legislativo 
por vicios procedimentales. 

Canales: A través de comunicaciones dirigidas 
a la Presidencia, Secretaría General y comisiones 
constitucionales. 

- Participación en audiencias públicas20: 
Entre otros mecanismos se hace mención a 
la facultad de participación en audiencias 
públicas convocadas por los Presidentes 
de las Cámaras Legislativas o por las 
comisiones constitucionales permanentes 
como manifestación del derecho de los 

18 Ibidem.
19 Ibidem.
20 https://www.senado.gov.co/images/MECANISMOS_

DE_PARTICIPACI%C3%93N_CIUDADANA.pdf
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ciudadanos a la participación expresada en 
la Ley 5ª de 1992, de esta manera lo señala 
la Corte Constitucional en Sentencia del 19 
de octubre de 2005, M.P. H.M. Manuel José 
Cepeda Espinosa, H.M. Rodrigo Escobar Gil, 
Marco Gerardo Monroy Cabra, Humberto 
Antonio Sierra Porto, Álvaro Tafur Galvis, 
Clara Inés Vargas Hernández, aduciendo que 
el propósito de las audiencias públicas es la 
oportunidad de permitir a los particulares 
interesados expresar sus posiciones y puntos 
de vista de lo que se trate en los proyectos de 
acto legislativo y ley, en la célula legislativa 
correspondiente. 

Canales: Por medio de inscripción en la comisión 
constitucional permanente donde se debate el 
proyecto de acto legislativo o de ley. 

c) Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 1147 de 2007: 

- Participación ciudadana – comentarios y 
opiniones: La Ley 1147 de 2007, establece 
a la Unidad Coordinadora de Atención 
Ciudadana del Congreso como el enlace entre 
el Congreso de la República y la sociedad, 
estableciendo entre sus funciones “Canalizar 
comentarios y opiniones de la sociedad sobre 
los temas que se discuten en las Cámaras 
legislativas y facilitar la respuesta por parte 
de las mismas21”. 

Canales: Los que se encuentren definidos en la 
Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana para 
la atención a comentarios y opiniones ciudadanas. 
Se cuenta con: atencionciudadanacongreso@
senado.gov.co, página Web link https://www.
senado.gov.co/index.php/contactenos- Formulario 
para la recepción de derechos de petición, línea 
nacional gratuita 018000 122512, números 
telefónicos en Bogotá, D.C. (57)(1) 382 2306, (57)
(1) 382 2307 y (57)(1) 382 2302 para la comunidad 
sorda. En la Unidad de Correspondencia en la 
carrera 7 No. 8-68.

d) Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 1904 de 2018: 

- Elección del Contralor General de la 
República: Por otra parte, encontramos la 
participación del Congreso de la República 
en el proceso de elección del Contralor de la 
República que, según consagra la Ley 1904 
de 2018, corresponde a la Mesa Directiva 
del Congreso de la República efectuar la 
convocatoria de los ciudadanos interesados 
en participar en el proceso de selección en un 
término no inferior a dos (2) meses previos 
al inicio de la primera legislatura. 

Canales: El que defina el presidente del Senado 
de la República a través de la convocatoria que 
realice en la página web de la Corporación. 

21 Ibidem.

e) Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 850 de 2003: 

- Veedurías ciudadanas: La Ley 850 de 2003 
fundamenta la facultad de los ciudadanos para 
ejercer veeduría sobre la gestión pública en 
los aspectos en los que se empleen recursos 
públicos. 

Canales: Los que se encuentren definidos en 
la Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana 
para la atención a comentarios y opiniones 
ciudadanas. Actualmente contamos con: 
atencionciudadanacongreso@senado.gov.co, 
página Web link https://www.senado.gov.co/index.
php/contactenos- Formulario para la recepción 
de derechos de petición, línea nacional gratuita 
018000 122512, números telefónicos en Bogotá, 
D.C. (57)(1) 382 2306, (57)(1) 382 2307 y (57)(1) 
382 2302 para la comunidad sorda. En la Unidad de 
Correspondencia en la carrera 7 No. 8-68.

f) Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 190 de 1995 y otras 
normas: 

- Rendición de Cuentas institucional: La 
Ley 1757 de 2015 define a la rendición de 
cuentas como la explicación y dar a conocer 
los resultados de la gestión de la Entidad 
a los ciudadanos, la sociedad civil, a otras 
entidades públicas y a los organismos de 
control, a partir de la promoción del 
diálogo. Este mecanismo es propiciado por 
la Entidad para la participación ciudadana 
frente a la presentación de los resultados de 
la gestión legislativa y administrativa de la 
Corporación. 

Canales: Los definidos por la Presidencia 
del Senado de la República de acuerdo con lo 
documentado en el PE Pr04 Procedimiento para 
rendición de cuentas.

g) Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 1828 de 2017: 

- Rendición de cuentas de los senadores: 
La Ley 1828 en el literal j) del artículo 8º, 
establece como obligación de los congresistas 
“Rendir cuentas a la ciudadanía de las 
acciones relacionadas con las obligaciones 
y responsabilidades congresuales, por medio 
de un informe de gestión anual”. 

Canales: Estos informes se encuentran 
publicados en la Gaceta del Congreso y en la página 
Web www.senado.goc.co 

6.2.1.2.  Otros espacios de 
participación22: 

- Foros o encuentros regionales: En el 
desarrollo del Plan de Acción por un Congreso 
Abierto y Transparente, la Presidencia del 
Senado de la República tomó la iniciativa de 
promover espacios regionales que permitan 
acercar el Senado de la República a los 

22 Ibidem
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departamentos; el objetivo de estos espacios 
es debatir temáticas de interés para los 
territorios y darle a conocer a la ciudadanía 
las medidas que se están desarrollando en 
estos temas. 

Canales: Los definidos por la Presidencia del 
Senado de la República para el desarrollo de los 
espacios de participación. 

- Audiencias públicas y foros sobre temas 
de interés de los senadores: Con el fin de 
conocer la opinión de la ciudadanía o de 
los grupos de interés, los senadores realizan 
audiencias públicas o foros sobre temas de 
interés nacional o regional, que les permita 
conocer la opinión y proponer acciones a 
las entidades líderes o responsables de las 
materias objeto de la audiencia o foro. 

Canales: Los definidos por los senadores que 
realizan la actividad. 

- Grupos de expertos: Busca que un grupo 
de especialistas aporten sus conocimientos 
sobre un tema de discusión e interés para el 
Senado de la República. 

Canales: Los definidos por los senadores o la 
dependencia del Senado de la República que realiza 
la actividad. 

- Grupos focales: Mecanismo que se plantea 
con la finalidad de escuchar a grupos 
específicos de personas que se manifiesten 
libremente sobre los temas de discusión 
propuestos o para el intercambio de ideas. 

Canales: Los definidos por los senadores o por la 
dependencia del Senado de la República que realiza 
la actividad.

- Encuesta: Aplicación de cuestionario que 
permita al interesado conocer a través de 
preguntas predefinidas la opinión sobre 
un tema de interés con el fin de conocer 
opiniones, percepciones o cualquier otro 
tema de interés de quien aplica la encuesta. 

Canales: Los definidos por los senadores o por la 
dependencia del Senado de la República que realiza 
la encuesta. 

-  Construcción de planes institucionales: 
En la construcción del Plan Anticorrupción y de 
Atención Ciudadana (PAAC), este se debe socializar 
antes de su publicación para que actores internos y 
externos formulen sus observaciones y propuestas. 
El Senado de la República hace participativo además 
del PAAC, el Plan Congreso Abierto y Trasparente, 
invitando a grupos de interés a participar en su 
construcción. 

Canales: Los definidos por la dependencia 
responsable del plan.

7. Tecnología, digitalización y la Virtualidad 
de los Parlamentos en el Mundo.

7.1.  Tecnología y digitalización en el Mundo.
La pandemia de COVID-19 aceleró el 

desarrollo tecnológico en los diversos escenarios 

socioeconómico mundiales en la medida en 
que plantea un desafío, pues afectó por igual a 
economías avanzadas y países emergentes en la 
medida que tanto por sus efectos, como por las 
políticas públicas puestas en práctica representa 
un replanteamiento de prácticas sociales, laborales 
y sistemas productivos. La pandemia ha llevado 
a la estructuración de la digitalización como una 
parte esencial para el funcionamiento en diferentes 
sectores como el educativo, justicia, entre otros, 
trascendiendo la función de ‘apoyo’ que había 
cumplido históricamente.

En los últimos años se busca apoyar la 
construcción de servicios digitales para la creación 
de un ecosistema digital en la justicia colombiana 
con el objetivo de mejorar el acceso, la transparencia 
e integración de la participación ciudadana en la 
gestión pública, apuntando a generar una cultura que 
fomente la transformación digital de las tecnologías 
emergentes y estar así acorde con el avance del país 
hacia una participación ciudadana digital, amigable 
con el medio ambiente. En cuanto al cambio en 
el Plan Nacional de Desarrollo del país, se hizo 
necesario un nuevo enfoque digital, que asistiera la 
digitalización de la información, la interconexión e 
innovación de prácticas en la gestión administrativa, 
para satisfacer las necesidades y problemáticas de la 
sociedad civil, por medio del uso y aprovechamiento 
eficiente de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones (TIC).

En Colombia hay dificultades con respecto 
a la alfabetización digital de los ciudadanos 
y la apropiación TIC de los diferentes grupos 
poblacionales. El documento de resultados finales 
de Apropiación Digital 3.0 presentado por el Centro 
Nacional de Consultoría y MinTIC (CNC, 2021) 
analizó el nivel de apropiación TIC en la población 
colombiana, midiendo usos de internet (¿qué 
actividades hacen?) e intenciones de uso de internet 
(¿para qué las hacen?), a través del cálculo del 
indicador de apropiación digital. Este indicador, que 
se mide en una escala de 0 a 1, indica que los grupos 
poblacionales de 65 a 75 años (0,34) y de 12 a 17 
años (0,42) son los que tienen niveles más bajos. Los 
grupos de 55 a 64 años (0,44), 25 a 34 años (0,52) 
y 18 a 24 (0,54) están en un nivel intermedio, y el 
grupo de 45 a 54 años (0,64) es el que presenta un 
mayor nivel en el indicador de apropiación digital. 

En cuanto a lo que ocurre en regiones, el mayor 
nivel de apropiación digital se encuentra en la 
región Centro Oriente (0,63) y Eje Cafetero (0,58), 
mientras que las regiones Llanos (0,45) y Caribe 
(0,49) evidencian los resultados más bajos. En 
cuanto a género, el resultado es muy similar entre 
hombres (0,54) y mujeres (0,52). Frente a niveles 
de formación, el nivel de apropiación varía según 
la trayectoria académica de los encuestados: Ningún 
nivel educativo (0,25), primaria (0,23), secundaria 
(0,41) y superior (0,58).

Este estudio también se enfocó en identificar 
la huella social de la tecnología. Según el CNC 
(2021, p. 20): “El seguimiento de la política 
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pública debe trascender a profundizar en cómo la 
entrada y permanencia en el mundo digital genera 
transformación social, es decir, como el acceso a 
internet y su uso, como mecanismos de transmisión 
han generado cambios y modificado las formas de 
relacionarse, los sistemas de producción, consumo, 
gestión y gobernanza”.

De acuerdo con este estudio, la inmersión de 
los ciudadanos en procesos de digitalización ha 
permitido transformar sus relaciones sociales, 
económicas, laborales y políticas. A continuación, 
se presenta el cuadro de Huella Social de Tecnología 
(p. 21).

Fuente: CNC (2021, p. 21).
Llama la atención que, principalmente, el 

mundo digital apoya especialmente el desarrollo de 
relaciones sociales y aspectos laborales. Sin embargo, 
las cifras acerca de cómo la digitalización le permite 
procesos de participación política y democrática son 
especialmente bajos. En los últimos cinco lugares 
del listado, se encuentran la propuesta de realización 
de obras/proyectos necesarios para la comunidad 
(27%), decisión sobre proyectos que se proponen 
desarrollar en la comunidad (22%), liderazgo y 
organización comunitaria para reclamar derechos 
(22%), participación en actividades comunitarias 
(21%), hacer control social a la ejecución de recursos 
públicos en la comunidad (20%). 

Sumado a esto, la Encuesta de Cultura Política 
del DANE (2021) muestra que un 48,2% de la 
juventud colombiana (personas entre los 18 y 25 
años) se siente insatisfecho con el funcionamiento 
de la democracia colombiana. Al preguntarle a este 
mismo grupo poblacional sobre si conoce o ha oído 
hablar sobre temas relacionados con participación 
política, los resultados reflejan un desconocimiento 
al respecto, por ejemplo, un 66,5% desconoce 
un proceso de revocatoria de mandato, un 80,1% 
no conoce o ha oído hablar acerca de qué es una 
iniciativa popular legislativa o normativa.

De acuerdo con lo descrito anteriormente, 
la digitalización se abre como una ventana de 
oportunidad para convertirse en una herramienta 

de participación política. La apropiación digital 
tiene potencial de crecimiento a través de procesos 
educativos (transformación digital para la 
educación), y la baja tasa de uso de lo digital para 
vincular a la ciudadanía a procesos de participación 
política, está relacionada con la ausencia de 
espacios institucionales que les permitan a los 
ciudadanos hacerlo. En ese sentido, este proyecto 
de ley se convierte en una oportunidad para ahondar 
procesos de digitalización en el país, pero también, 
para profundizar procesos de participación política 
ciudadana y consolidación de nuestra democracia.

7.2. Virtualidad de los Parlamentos en el 
Mundo

Los parlamentos vienen cambiando producto de las 
experiencias vividas durante el tiempo de pandemia. 
De acuerdo con una investigación realizada en el 
año 2022, por la Unión Interparlamentaria23, basada 
en una encuesta a 123 parlamentos, y focalizando 
grupos que reunieron a personal de 37 parlamentos, 
concluyó que el impacto de la pandemia ocasionada 
por el COVID-19, lejos de ser una situación 
temporal, generó un cambio, que dio la posibilidad 
de realizar mejoras continuas y progresivas en 
el funcionamiento parlamentario. Sin duda, las 
herramientas digitales día a día evidencian que 
son vitales para los parlamentos que quieren tener 
más capacidad de respuesta ante las condiciones 
de su entorno. Por ello, la innovación es un fuerte 
liderazgo con una visión de futuro esencial para que 
este cambio perdure. 

Las herramientas digitales vienen demostrando 
ser esenciales para los parlamentos que quieren tener 
alta capacidad de respuesta ante las condiciones de su 
entorno. Aquellos parlamentos que eligieron innovar 
han notado cambios drásticos en su funcionamiento, 
cuando adoptaron las nuevas tecnologías y el trabajo 
a distancia. Aspectos que les permitió mantener su 
actividad durante la crisis, al tiempo que se han 
convertido en instituciones más eficaces y eficientes, 
consiguiendo progresar con rapidez en cuanto al uso 
que han hecho de las herramientas digitales. 

La innovación ha ido de la mano de los 
intercambios entre pares y las conexiones con otros 
parlamentos durante todo el tiempo de la crisis; 
evidenciando que los parlamentos se han vuelto 
más flexibles, más resilientes y algo importante 
innovadores, es así que el 87 % de los parlamentos 
encuestados declara haber aumentado su resiliencia 
y que las tecnologías digitales han cobrado más 
importancia y se consideran un elemento estratégico 
para el futuro del parlamento. El 80 % de los 
parlamentos afirma que los parlamentarios ahora 
confían más en las herramientas digitales y el 88 % 
coincide en que los parlamentarios son cada vez más 
receptivos a las nuevas formas de trabajo. 

23 Unión Interparlamentaria, Informe Mundial de 2022 
sobre el parlamento electrónico, los parlamentos des-
pués de la pandemia, Diseño por Philippe Boisson, 
Graphisme.
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Para muchos, la cultura parlamentaria y las formas 
de trabajar han cambiado permanentemente. Las 
modalidades de trabajo flexibles se han mantenido y 
se pone mayor énfasis en la innovación, dado que el 
84 % de los parlamentos se ha vuelto más innovador. 
En el caso de los parlamentos que no respondieron 
a la pandemia, poco o nada ha cambiado. Están en 
riesgo de quedarse atrás y de no aprender lecciones 
para ser resilientes en el futuro. 

Más de la mitad de los parlamentos ha celebrado 
un pleno virtual y más de tres cuartos una reunión 
remota de las comisiones. Las TIC ya habían logrado 
avances estables y significativos, aunque la pandemia 
ha acelerado esta tendencia, al incorporar con más 
fuerza las tecnologías digitales en la estructura de 
los parlamentos. Desde marzo de 2020, más de la 
mitad de los parlamentos (el 51 %) ha celebrado un 
pleno virtual y más de tres cuartos (el 77 %) una 
reunión virtual de las comisiones. El 46 % pretende 
conservar al menos algunas capacidades virtuales, 
y el parlamento virtual seguirá evolucionando, en 
particular en el caso de las comisiones.

El uso de las herramientas remotas para las 
comisiones era evidente antes de la pandemia, y 
ahora se ha acelerado drásticamente. Es probable que 
esta tendencia siga evolucionando, dado que estas 
tecnologías ofrecen beneficios a los parlamentos 
al considerarse que tienen menos inconvenientes 
para los plenos virtuales. El trabajo a distancia para 
el personal ha ganado aceptación y se considera 
beneficioso y parte de un mayor énfasis en la 
conciliación de la vida laboral y personal, así como en 
la eficiencia. De cara al futuro, el parlamento virtual, 
la modernización de las TIC y la transformación 
digital son las principales prioridades. 

Esto se pone de relieve a partir del mayor 
uso de la nube y el software como servicio 
(SaaS), así como por los patrones cambiantes de 
gestión, contratación y soporte de TIC. Según 
los parlamentos participantes en la investigación 
realizada por la Unión Interparlamentaria24 para el 
informe presentado, estos objetivos estratégicos se 
basan en la necesidad del trabajo a distancia, una 
ciberseguridad sólida, una mayor participación 
pública, más capacitación de los usuarios y flujos de 
trabajo digitales (como los que respaldan la gestión 
de documentos legislativos y la votación a distancia). 
En un ejercicio de reflexión sobre estas conclusiones, 

24 Unión Interparlamentaria, Informe Mundial de 2022 so-
bre el parlamento electrónico, los parlamentos después 
de la pandemia, Diseño por Philippe Boisson, Graphis-
me.

el informe ofrece cinco recomendaciones para que 
los parlamentos actúen al máximo nivel. 

Estas requieren un consenso político y el 
liderazgo del personal directivo superior, que es 
pertinente resaltar:

1. Llevar a cabo una investigación formal que 
permita extraer enseñanzas de la pandemia y 
preparar el parlamento para el futuro: 

1.1 Evaluar la respuesta parlamentaria a la 
pandemia. 

1.2 Revisar los procedimientos, incluido el 
modo en que ha cambiado el trabajo de 
los parlamentarios y el impacto en la 
participación pública. 

1.3 Analizar las prácticas de desarrollo de 
sistemas y adquisiciones para proyectos. 

1.4 Examinar las prácticas de trabajo a distancia. 
1.5 Recabar pruebas de una amplia variedad de 

fuentes, incluidos otros parlamentos. 
1.6 Compartir los resultados de la investigación 

con los demás parlamentos. 
2. Asegurarse de revisar el marco jurídico, 

incluidos la constitución, la legislación 
y el reglamento, y, donde sea necesario, 
modificarlo prestando especial atención a 
desarrollar la resiliencia del parlamento para 
afrontar emergencias futuras. 

3.  Llevar a cabo una evaluación de la capacidad 
digital y un análisis de la planificación de la 
continuidad de las operaciones. 

4.  Examinar y actualizar el plan estratégico o la 
estrategia digital del parlamento para tener 
en cuenta la necesidad de un enfoque más 
holístico y de alto nivel en relación con las 
TIC, que contemple las tendencias generales 
en las TIC parlamentarias y la necesidad de 
estar preparados para emergencias futuras. 

5.  Delegar al personal superior para 
que participe en los intercambios de 
conocimientos parlamentarios, por ejemplo, 
a través del Centro para la Innovación en 
el Parlamento (CIP), para que aprenda de 
parlamentos afines y comparta experiencias 
con pares. 

En el informe presentado por la Unión 
Interparlamentaria25, considera el impacto de 
las tecnologías digitales en la forma de trabajar 
de los parlamentos, no solo en lo que respecta a 
sus beneficios, sino también al modo en que la 
modernización puede suponer un desafío para 
la tradición, transformar los procedimientos y 
repercutir en los recursos. En consecuencia, es 
relevante para todos los parlamentos: los que 
han adoptado la innovación digital, los que están 

25 Unión Interparlamentaria, Informe Mundial de 2022 
sobre el parlamento electrónico, los parlamentos des-
pués de la pandemia, Diseño por Philippe Boisson, 
Graphisme.
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tomando medidas provisionales en el trayecto hacia 
un futuro más digital y los que aún están por hacerlo. 

El primer informe mundial sobre el parlamento 
electrónico se publicó en 2008 y, salvo una breve 
pausa en 2014, desde entonces se ha publicado 
un informe nuevo cada dos años. Aunque la serie 
siempre se ha centrado en la relación entre los 
parlamentos y las TIC, en el momento de publicarse 
la quinta edición en 2018, había quedado patente 
que el concepto de parlamento electrónico concierne 
tanto a la gobernanza y la estrategia como a la 
tecnología y las comunicaciones. Cuando el informe 
mundial sobre el parlamento electrónico se lanzó 
por primera vez, representaba un intento pionero de 
identificar y describir los esfuerzos parlamentarios 
para utilizar las TIC. 

El informe de 2008 estableció una referencia 
acreditada y, desde entonces, la serie ha generado 
un relato para los parlamentos acerca de su uso de 
las tecnologías y herramientas digitales. Entonces, 
como ahora, la investigación se llevó a cabo no 
solo para comprender lo que estaba sucediendo, 
sino también para potenciar el estado de los 
conocimientos entre los parlamentos y promover el 
debate y la cooperación internacionales. 

Como consecuencia, los parlamentos pueden 
evaluar ahora su propio uso de las TIC en 
función de un conjunto internacional de datos, 
identificando sus puntos fuertes y sus posibilidades 
de mejora. Se resalta en el informe presentado por 
la Unión Interparlamentaria una serie de fuentes 
de datos secundarias, entre las que figuran la 
Conferencia Mundial virtual sobre el Parlamento 
Electrónico celebrada en junio de 2021, así como 
de las conclusiones de diversos seminarios web 
organizados por el CIP en 2021 y 2022, y de los 
intercambios informales entre el equipo del proyecto 
del CIP y el personal parlamentario.

Del informe presentado por la Unión 
Interparlamentaria26, considero pertinente resaltar:

(a). Respuesta parlamentaria a la pandemia 
Las herramientas digitales son más importantes, 

gozan de mayor confianza y se consideran más 
estratégicas. Algunos parlamentos estaban 
preparados para la magnitud y la duración de 
la interrupción provocada por la pandemia de 
COVID-19, y muchos descubrieron que su 
planificación para ese tipo de eventualidades no 
había sido suficiente. A medida que los parlamentos 
respondían a la crisis que se estaba desencadenando, 
las TIC se fueron convirtiendo en un aspecto cada vez 
más crítico, dado que permitían el trabajo a distancia 
y con modalidades más flexibles como nunca antes 
se había imaginado. Esta circunstancia cambió no 
solo las tecnologías empleadas y los requisitos para 
gestionarlas, sino también las prácticas de trabajo de 
los parlamentos. Las instituciones que ya se habían 

26 Unión Interparlamentaria, Informe Mundial de 2022 so-
bre el parlamento electrónico, los parlamentos después 
de la pandemia, Diseño por Philippe Boisson, Graphis-
me.

embarcado en la modernización y la transformación 
a través de métodos digitales disfrutaron de una 
ventaja durante las primeras etapas de la pandemia. 

La investigación realizada por la Unión 
Interparlamentaria, indica que los parlamentos 
han conseguido progresar con rapidez en cuanto 
al uso que han hecho de las herramientas digitales. 
También subraya que han evolucionado en su 
enfoque con respecto a las sesiones parlamentarias, 
la resiliencia y la planificación estratégica: durante 
la pandemia, el 84 % de los parlamentos introdujo 
nuevos sistemas que no se habían previsto antes. 
Ahora, la forma de trabajar de los parlamentos es 
más flexible, sus procedimientos son más resilientes 
y su pensamiento de cara al futuro es más innovador. 
Mientras que algunos parlamentos suspendieron la 
actividad hasta que fue posible reunirse en persona 
nuevamente, otros cambiaron drásticamente su 
forma de trabajar, al adoptar las nuevas tecnologías 
y las sesiones remotas a fin de seguir funcionando 
durante la crisis. Para esos parlamentos, la pandemia 
ha dejado un legado de innovación. Sin embargo, en 
el caso de los que no respondieron a la pandemia, 
poco o nada ha cambiado. Están en riesgo de 
quedarse atrás en la transición hacia el parlamento 
electrónico y de no aprender lecciones para ser 
resilientes en el futuro.

Los parlamentos han manifestado un deseo de 
volver a los plenos presenciales y sostienen que 
las herramientas remotas son más idóneas para 
casos excepcionales. Esto se refleja en que menos 
parlamentos celebraron sesiones virtuales en 2022, 
aunque la cifra sigue siendo alta, puesto que el 36 
% de los parlamentos celebró una sesión virtual 
del pleno y el 61 % reuniones virtuales de las 
comisiones. No obstante, el 46 % de los parlamentos 
que respondieron declara que mantendrá alguna 
forma de funcionamiento virtual en el futuro. La 
mayoría de los parlamentos que celebran sesiones 
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virtuales utilizaba un modelo híbrido, aunque 
un tercio mantenía reuniones de las comisiones 
plenamente remotas e híbridas, y el 12 % celebraba 
ambos tipos de plenos remotos.

La mayor probabilidad de haber adoptado un 
enfoque virtual corresponde a los parlamentos 
de las Américas: el 72 % de los parlamentos que 
respondieron de esta región ha celebrado plenos 
virtuales y todos han mantenido reuniones virtuales 
de las comisiones. Menos parlamentos de Asia han 
celebrado plenos virtuales (el 26 %), con mayor 
frecuencia por las restricciones constitucionales o 
legislativas que les impide hacerlo. Por el contrario, 
casi tres cuartos de los parlamentos asiáticos 
declaran haber mantenido reuniones virtuales de las 
comisiones. 

El uso de métodos virtuales muestra poca 
variación en función de los ingresos: el 64 % de 
los parlamentos de países de ingresos bajos lo ha 
hecho frente al 53 % de los parlamentos de países 
de ingresos altos. Del mismo modo, el tamaño 
del parlamento no fue un factor importante para 
determinar el empleo de métodos virtuales.

A nivel técnico, los sistemas que prestan apoyo 
a los parlamentos son ahora más virtuales y más 
propensos a estar basados en la nube, y ha aumentado 
el reconocimiento de la innovación. La adaptación 
ha sido rápida reiterada, y los parlamentos están 
adoptando formas de trabajo más ágiles. Esta 
rápida transformación a través de la innovación 
forzada ha ayudado a dotar de mayor versatilidad 
a los parlamentos y ha generado oportunidades 
de modalidades de trabajo más flexibles para el 
personal y los parlamentarios. 

Los sistemas que prestan apoyo a los parlamentos 
son más virtuales y más propensos a estar basados en 
la nube. Sobre todo, la mayoría de los parlamentos 
tiene ahora más visión de futuro y el nivel de 
innovación presenciado ha sido posible porque las 
TIC se encuentran en el mismo centro del parlamento 
moderno, sea grande o pequeño. 

“Las TIC ya no son un servicio de soporte, sino 
más bien una parte de las operaciones esenciales”. 
Asamblea Nacional, Malawi.

La consideración principal al comienzo de 
cualquier crisis es mantener el funcionamiento 
lo más parecido que sea posible al normal. La 

Asamblea Nacional de Bahrein es un ejemplo de los 
parlamentos que vieron en el valor de las TIC una 
manera de continuar trabajando: 

“A fin de garantizar la continuidad de las 
operaciones durante tiempos de crisis, la mejor 
estrategia y la debida planificación conllevaban el 
uso de la transformación digital y las aplicaciones 
de inteligencia artificial para lograr el parlamento 
digital”. Asamblea Nacional, Bahrein.

Las experiencias extraídas de la pandemia han 
cambiado intrínsecamente la cultura de trabajo de 
muchos de los parlamentos que participaron en la 
investigación para este informe. 

Como aspecto negativo, la pandemia también 
ha expuesto las dificultades que afrontan los 
parlamentos que carecen de los recursos necesarios 
para implantar nuevos métodos de trabajo: 

“La pandemia ha obstaculizado las actividades 
del parlamento y, como nuestra cámara no disponía 
de equipos para trabajar a distancia, sufrimos 
varios retrasos en el proceso de aprobación de 
leyes.” Asamblea Nacional, Burundi .

Los parlamentos quieren regresar a las reuniones 
físicas, y esto ocurrirá cada vez más conforme la 
pandemia vaya disminuyendo. No obstante, incluso 
en este aspecto han cambiado los parlamentos, en 
particular en el sentido de que pueden responder 
a una situación difícil con mucha más rapidez que 
antes. Además del crecimiento del trabajo a distancia, 
la pandemia ha reforzado la importancia de reunirse 
en persona y, concretamente, la necesidad de que 
los parlamentarios estén físicamente presentes 
en el parlamento. Las herramientas digitales 
pueden complementar y mejorar las funciones 
parlamentarias tradicionales, pero no sustituirlas por 
completo. 

“Aunque las soluciones modernas de sesiones 
remotas sirvan a su cometido, no son un verdadero 
sustituto del contacto humano”. Parlamento de 
Estonia.

El ritmo del cambio se ha acelerado, y la 
transformación digital exige una inversión 
significativa en sistemas y las competencias 
necesarias para gestionar y utilizar tecnologías como 
los sistemas basados en la nube y las soluciones de 
SaaS. La Cámara de Diputados de Italia observa que 
las TIC “son un recurso esencial en el parlamento”, 
mientras que, según la Cámara de Diputados 
del Paraguay, han surgido a raíz de la pandemia 
desempeñando “un papel principal nunca antes 
imaginado”. 

“La tecnología ya está incrustada en todos los 
procesos de trabajo; el cambio es constante y debe 
formar parte de la planificación parlamentaria a 
largo plazo”. Cámaras del Oireachtas, Irlanda. 

El parlamento típico de 2022, tiene un aspecto 
y un funcionamiento diferentes al parlamento de 
2019. Aunque la investigación realizada para este 
informe indica que el ritmo inicial de la innovación 
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se ha ralentizado, los avances son significativos y 
duraderos. Muchos parlamentos –de Camboya y 
Chile a Kenya y Filipinas– declaran que la pandemia 
fue un catalizador de una transformación digital 
rápida y acelerada. 

Estas oleadas de cambio se han extendido 
por parlamentos grandes y pequeños, y los de 
Bhután, Mauricio y Seychelles han respondido 
con tanta rapidez y dinamismo como los del 
Brasil y Sudáfrica y el Parlamento Europeo. Esta 
innovación y transformación han dado lugar a la 
virtualización de los procedimientos parlamentarios 
a una velocidad sin precedentes. E incluso cuando 
los cambios procedimentales han sido temporales, 
se han extraído enseñanzas importantes para el 
futuro y se han mantenido los cambios duraderos 
en la funcionalidad del sistema, lo cual genera 
oportunidades para los parlamentos. 

El parlamento típico de 2022 tiene un aspecto y 
un funcionamiento diferente al parlamento de 2019. 

“La pandemia aumentó la sensación de nuestra 
propia vulnerabilidad… así que la resiliencia se ha 
instalado entre las prioridades de nuestra agenda”. 
Parlamento de Austria.

(b). La participación pública 
“El interés en las medidas adoptadas para 

combatir la pandemia de COVID-19 ha aumentado, 
al igual que las maneras en que la ciudadanía ha 
contactado con el parlamento para trasladarle sus 
preguntas y peticiones”. Bundestag, Alemania

En general, el interés en el parlamento 
aumentó durante la pandemia, y esto ha generado 
más oportunidades de mejorar la participación 
pública. La mayoría de los parlamentos (el 54 %) 
declara que ha aumentado el interés del público 
en la participación y su demanda de este aspecto. 
Tal como se indica en la Figura 5, el 38 % de los 
parlamentos afirma que la participación pública ha 
experimentado un leve incremento y el 16 % un 
gran incremento, en comparación con un 10 % que 
declara una disminución.

Una investigación llevada a cabo por el 
Parlamento de Nueva Zelandia concluye que la 
pandemia no solo ha aumentado el interés en lo que 
hace el parlamento, sino que también ha dado lugar 
a una mayor participación pública. Con esto, es muy 
probable que la adopción de la participación remota 
continúe reforzándose en el futuro: 

“La encuesta que Kantar realizó en 2021 al 
público de Nueva Zelandia señaló que el pueblo 
neozelandés participa más con la política y 
el proceso parlamentario. Las personas que 
respondieron afirmaron que hablan de política 
con sus pares más que nunca, y más personas 
encuestadas han hecho cosas como firmar 
una petición o presentar un asunto ante un 
comité especial… Los testigos podían realizar 
presentaciones ante los comités especiales 
mediante teleconferencia y videoconferencia 
antes de la pandemia. Sin embargo, la incidencia 
en la que lo hacían aumentó drásticamente 
durante la pandemia. Por ejemplo, durante 
ciertos confinamientos, todas las reuniones de 
las comisiones se celebraron remotamente por 
videoconferencia; durante esta época, los testigos 
intervenían únicamente por teleconferencia 
o videoconferencia. Las comisiones ya están 
regresando a los procedimientos en persona, 
aunque es probable que las presentaciones por 
videoconferencia continúen con más actividad 
que antes de la pandemia. Parlamento de Nueva 
Zelandia 

El Parlamento de Fiji ha reforzado el uso de 
las herramientas digitales para sus programas de 
divulgación y participación de la comunidad, algo 
que ha tenido una repercusión tangible: 

“Se ha producido un aumento en el uso de las 
exposiciones virtuales en lugar de presenciales en 
las comisiones”. Parlamento de Fiji.

Las restricciones al acceso físico, presentó 
un reto para la participación en persona. Incluso 
después de que las restricciones comenzaran a 
levantarse, el distanciamiento social continuó 
influyendo en la participación: 

“Las medidas formales adoptadas para 
erradicar la pandemia han provocado la 
disminución del número de personas que asisten 
a las sesiones”. Parlamento de Burundi 

Para algunos, por necesidad, el acceso público 
al parlamento tenía que convertirse en remoto: 

“La participación pública en el parlamento 
cambió del contacto físico a un contacto más 
digital. La transmisión de video digital de alta 
calidad de la sesión cobró mucha importancia”. 
Parlamento de Estonia. 

Además, hay signos de que los parlamentos 
que van saliendo de la pandemia están dispuestos 
a invertir en mejores métodos de participación 
pública: 

“El parlamento ha subido una aplicación al 
sitio web que permite al público proponer ideas y 
enmiendas a los proyectos y las propuestas de ley 
debatidos ante las comisiones, así como plantear 
preguntas a los parlamentarios”. Parlamento del 
Líbano.



Gaceta del Congreso  497 Jueves, 18 de mayo de 2023 Página 17

“El parlamento ahora está trabajando más 
para aumentar la participación pública por medios 
remotos. También está brindando oportunidades 
para interactuar a través de plataformas de 
medios sociales como Facebook y Twitter y ha 
actualizado su sitio web para que sea más visible 
e interactivo”. Parlamento de Zimbabwe. 

(c). Modernización y transformación digital
Brasil 
La Cámara de Diputados ha cambiado mucho 

durante estos dos años, y de forma sostenible. 
Tal como se observó en los anteriores informes 
mundiales sobre el parlamento electrónico, la 
modernización parlamentaria ha sido un proceso 
continuo. 

Aun así, sorprende poco que, el 80 % de los 
parlamentos crea que el ritmo de la modernización 
se ha acelerado durante la pandemia (algo con 
lo que está en desacuerdo únicamente el 5 %). 
Además, el hecho de que el 63 % coincida en 
que sus procesos operacionales han cambiado 
de forma permanente como consecuencia de la 
pandemia resalta que la modernización no solo 
guarda relación con las nuevas tecnologías, y que 
la transformación afecta a todas las áreas de una 
institución. 

“Pusimos en marcha estos sistemas en el menor 
plazo posible. No obstante, ha llegado el momento 
de probar e innovar, y mejorar estos sistemas 
porque, justo ahora, nada nos empuja a asegurarnos 
de que los sistemas sean valiosos para la actividad 
de la cámara. Los sistemas están ahí, aunque 
debemos mejorarlos. Debemos dotarlos de mayor 
resiliencia. Tenemos que asegurarnos de velar por 
la seguridad”. Asamblea Nacional, Zambia 

Los parlamentos que ya habían invertido 
en la transformación digital –y especialmente 
en sistemas que permitieran el funcionamiento 
remoto– partían con ventaja. La Asamblea 
Nacional de Hungría, por ejemplo, reflexionaba 
sobre la posibilidad de ampliar su sistema de 
gestión de documentos para que abarcara una 
mayor parte del proceso legislativo: 

“Esta innovación ha contribuido en gran 
medida a reducir los contactos personales y ha 
permitido al personal de oficina trabajar desde 
casa de manera individual y temporal”. Asamblea 
Nacional, Hungría 

Las restricciones económicas y las limitaciones 
en la infraestructura digital siguen estando entre 
los obstáculos a la modernización y al parlamento 
electrónico, especialmente en países con amplias 
zonas rurales: 

“Pese a los nuevos avances, siguen aflorando 
problemas de conectividad, sobre todo en las zonas 
remotas, que ponen en riesgo la participación 
de los parlamentarios”. Asamblea Nacional, 
Botswana 

“La red de Internet no es muy eficiente en 
la República Centroafricana. Por eso, nuestro 
parlamento funciona de una manera ordinaria. 
Todo se hace de forma presencial”. Asamblea 
Nacional, República Centroafricana 

(d). Prioridades para los parlamentos de cara 
al futuro 

La pandemia ha acelerado la transformación 
hacia un parlamento digital y ha aumentado el 
apetito parlamentario por la innovación. A fin 
de crear una plataforma sólida que favorezca la 
modernización, los parlamentos deben aprender 
de los sucesos acaecidos durante los últimos dos 
años, un tiempo excepcional que ha expuesto las 
debilidades en la planificación y la preparación 
por un lado y ha presentado oportunidades en 
cuanto a nuevas formas de trabajo, por otro. La 
investigación realizada para el informe de la Unión 
Interparlamentaria 27, concluye que los parlamentos 
pretenden ahora consolidar el aprendizaje de los 
últimos dos años generando resiliencia y capacidades 
para el funcionamiento remoto, basadas en el mayor 
uso de las herramientas digitales y, en particular, de 
las tecnologías basadas en la nube. Entre las áreas 
estratégicas importantes a corto y medio plazo, se 
incluyen el parlamento virtual, la modernización de 
las TIC y la transformación digital. A estos aspectos 
les siguen consideraciones más operacionales –
como el trabajo a distancia, la ciberseguridad, los 
flujos de trabajo digitales, la participación pública 
y la capacitación para los usuarios– que respaldan 
unos objetivos estratégicos más generales.

27 Unión Interparlamentaria, Informe Mundial de 2022 sobre 
el parlamento electrónico, los parlamentos después de la 
pandemia, Diseño por Philippe Boisson, Graphisme.
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Parlamentos que celebraron sesiones remotas 
A continuación, se listan los parlamentos que 

declararon que habían celebrado sesiones remotas o 
híbridas durante la pandemia. Algo más de la mitad 
(el 51 %) de los parlamentos que respondieron 
celebró alguna forma de sesión plenaria virtual y 
más de tres cuartos (el 77 %) mantuvo al menos una 
reunión virtual de las comisiones.

 

Parlamentos que participaron en la 
Investigación de la Unión Parlamentaria:
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8. CONCLUSIONES
Según lo expuesto, puedo afirmar que el presente 

Proyecto de Ley Orgánica es necesario, en razón a 
que: 

1. Fortalece los canales y mecanismos de 
participación ciudadana en el Congreso de 
la República, de que trata el capítulo noveno 
de la Ley 5ª de 1992, dando cumplimiento 
constitucional y legal de una obligación 
por parte de todos los miembros de las 
corporaciones. 

2. Permite a través de los canales digitales 
(plataforma digital exclusiva), la interacción 
entre ciudadanos y congresistas, y que 
los ciudadanos puedan tener un efectivo 
pronunciamiento sobre los proyectos de 
Ley y trámites legislativos en general, 
participando activamente y directamente en 
la construcción y aporte de los mismos.

3. Se ha evidenciado y demostrado que las 
herramientas digitales son esenciales para 
los Congresos en el mundo, y aquellos que 
han elegido en innovar sin duda han notado 
cambios drásticos en su funcionamiento, al 
adoptar las nuevas tecnologías y el trabajo a 
distancia; convirtiendo sus corporaciones en 
eficaces y eficientes, logrando progresar con 
rapidez en cuanto al uso que han hecho de 
las herramientas digitales. 

4. El Congreso de la República de Colombia, 
como legislatura bicameral, tramita entre 
otras, iniciativas legislativas y reformas 
de gobierno de suma importancia y 
trascendentales para toda la ciudadanía 
colombiana, es por ello que mecanismos 
como los que se proponen en esta iniciativa, 
consolidan las democracias participativas 
como la de nuestro país, y acentúan la 
importancia de la Participación Ciudadana, 
logrando la credibilidad en el legislativo 
bastante perdida en los últimos tiempos. 

5. Sin duda, esta iniciativa evidencia el 
compromiso de las Corporaciones, dirigido 
a los ciudadanos garantizándoles su 
participación en los planes y actividades 
del Congreso, en la labor fundamental de la 
rama Legislativa del Gobierno, en reformas 
estructurales y temas trascendentales como: 
Salud, Educación, pensiones, sistema laboral 
y muchos otros temas de interés general que 
afectan a toda la ciudadanía colombiana. 

6. Es fundamental tener un canal exclusivo 
para que la ciudadanía participe activamente 
de dichas propuestas de Ley, y que, 
incluso llegue la ciudadanía a formular 
propuestas específicas sobre el particular, 
dar una favorabilidad y conveniencia para la 
ciudadanía, como una forma de articulación 
entre la sociedad colombiana y estas 
corporaciones importantes del Estado. 

7. Fortalece la gestión pública y promueve el 
desarrollo humano sostenible. 

9. COMPETENCIA DEL CONGRESO.
9.1 CONSTITUCIONAL:
ARTÍCULO 114. Corresponde al Congreso de 

la República reformar la Constitución, hacer las 
leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la 
administración.

El Congreso de la República, estará integrado 
por el Senado y la Cámara de Representantes

ARTÍCULO 150. Corresponde al Congreso 
hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 
siguientes funciones:

1. Interpretar, reformar y derogar las leyes. 
2. Expedir códigos en todos los ramos de la 

legislación y reformar sus disposiciones.
3. Aprobar el plan nacional de desarrollo 

y de inversiones públicas que hayan 
de emprenderse o continuarse, con 
la determinación de los recursos y 
apropiaciones que se autoricen para su 
ejecución, y las medidas necesarias para 
impulsar el cumplimiento de los mismos.

4. Definir la división general del territorio con 
arreglo a lo previsto en esta Constitución, 
fijar las bases y condiciones para crear, 
eliminar, modificar o fusionar entidades 
territoriales y establecer sus competencias.

9.2 LEGAL: 
LEY 3a DE 1992. POR LA CUAL SE EXPIDEN 

NORMAS SOBRE LAS COMISIONES DEL 
CONGRESO DE COLOMBIA Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES.

ARTÍCULO 2º Tanto en el Senado como en la 
Cámara de Representantes funcionarán Comisiones 
Constitucionales Permanentes, encargadas de dar 
primer debate a los proyectos de acto legislativo o 
de ley referente a los asuntos de su competencia.

Las Comisiones Constitucionales Permanentes 
en cada una de las Cámaras serán siete (7) a saber:

Comisión Primera.
Compuesta por diecinueve (19) miembros en 

el Senado y treinta y cinco (35) en la Cámara 
de Representantes, conocerá de: reforma 
constitucional; leyes estatutarias; organización 
territorial; reglamentos de los organismos de 
control; normas generales sobre contratación 
administrativa; notariado y registro; estructura 
y organización de la administración nacional 
central; de los derechos, las garantías y los 
deberes; rama legislativa; estrategias y políticas 
para la paz; propiedad intelectual; variación de la 
residencia de los altos poderes nacionales; asuntos 
étnicos.

10. CONFLICTOS DE INTERÉS
Dando cumplimiento a lo establecido en el 

artículo 3° de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 
2019, por la cual se modifica parcialmente la Ley 
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5a de 1992, se considera que este proyecto de Ley, 
se enmarca en lo dispuesto por el literal “a” del 
artículo primero de la Ley 2003 de 2019 sobre las 
hipótesis de cuando se entiende que no hay conflicto 
de interés. En todo caso, es pertinente aclarar que los 
conflictos de interés son personales y corresponde 
a cada Congresista evaluarlos. No obstante, es 
pertinente hacer las siguientes consideraciones:

Consejo de Estado (2019):
“No cualquier interés configura la causal de 

desinvestidura en comento, pues se sabe que solo 
lo será aquel del que se pueda predicar que es 
directo, esto es, que per se el alegado beneficio, 
provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto 
que fue conocido por el legislador; particular, que 
el mismo sea específico o personal, bien para el 
congresista o quienes se encuentren relacionados 
con él; y actual o inmediato, que concurra para 
el momento en que ocurrió la participación o 
votación del congresista, lo que excluye sucesos 
contingentes, futuros o imprevisibles. También se 
tiene noticia que el interés puede ser de cualquier 
naturaleza, esto es, económico o moral, sin 
distinción alguna”.

De igual forma, es pertinente señalar lo que 
la Ley 5ª de 1992 dispone sobre la materia en el 
artículo 286, modificado por el artículo 1 de la Ley 
2003 de 2019:

“Se entiende como conflicto de interés una 
situación donde la discusión o votación de un 
proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda 
resultar en un beneficio particular, actual y directo 
a favor del congresista.

a) Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del congresista de las que 
no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique 
normas que afecten investigaciones penales, 
disciplinarias, fiscales o administrativas a las 
que se encuentre formalmente vinculado.

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se 
configura en las circunstancias presentes y 
existentes al momento en el que el congresista 
participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de 
forma específica respecto del congresista, 
de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente, o parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil”.

11. PROPOSICIÓN
Atendiendo a la designación que me hizo la 

Mesa Directiva de la Comisión Primera de la 
Cámara de Representantes, en cumplimiento del 
mandato constitucional y de lo dispuesto por la 
Ley 5a de 1992, por la cual se expide el reglamento 
del Congreso, de la manera más atenta, por todas 
las anteriores disposiciones, y dentro del término 
establecido para el efecto, me permito rendir y 

presentar informe de PONENCIA POSITIVA, 
y solicito a los honorables Representantes que 
integran esta Comisión Primera Constitucional de 
la Cámara de Representantes dar Primer Debate 
al Proyecto de Ley Orgánica número 360 de 
2023 Cámara, “por medio de la cual se modifica 
la Ley 5ª de 1992, congreso virtual. Con el fin de 
implementar una plataforma digital exclusiva para 
la participación ciudadana en los Proyectos de ley 
del Congreso y se fortalecen los mecanismos de 
participación ciudadana”.

Cordialmente, 

12. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE – COMISIÓN PRIMERA 
CONSTITUCIONAL AL PROYECTO DE 

LEY ORGÁNICA NÚMERO 360 DE 2023
por medio de la cual se modifica la Ley 5ª de 1992, 

congreso virtual. Con el fin de implementar una 
plataforma digital exclusiva para la participación 
ciudadana en los Proyectos de ley del Congreso 
y se fortalecen los mecanismos de participación 

ciudadana.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene 

por objeto implementar una plataforma digital 
exclusiva para la interacción entre ciudadanos 
y congresistas, que permitan un efectivo 
pronunciamiento sobre los proyectos de ley frente 
a los trámites legislativos, y, así, participar en la 
construcción y aporte a los mismos, de acuerdo 
con lo establecido en la presente Ley. Incluso que 
se permita la participación en la manifestación ya 
sea a favor o en contra, y se formulen propuestas 
específicas sobre el particular; con el ánimo de 
fortalecer los canales y mecanismos de participación 
ciudadana en el Congreso de la República, de que 
trata el capítulo noveno de la Ley 5ª de 1992- DE 
LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL 
ESTUDIO DE LOS PROYECTOS.

Artículo 2º. Adiciónese tres parágrafos 
(SEGUNDO, TERCERO Y CUARTO) al artículo 
230 de la Ley 5ª de 1992, el cual quedará así:

ARTÍCULO 230. Observaciones a los 
proyectos por particulares. Para expresar sus 
opiniones toda persona, natural o jurídica, podrá 
presentar observaciones sobre cualquier proyecto 
de ley o de acto legislativo cuyo examen y estudio 
se esté adelantando en alguna de las Comisiones 
Constitucionales Permanentes.
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La respectiva Mesa Directiva dispondrá los días, 
horarios y duración de las intervenciones, así como 
el procedimiento que asegure la debida atención y 
oportunidad.

Parágrafo primero. Para su intervención, el 
interesado deberá inscribirse previamente en el 
respectivo libro de registro que se abrirá por cada 
una de las secretarías de las Comisiones.

Cuando se trate del trámite de leyes de iniciativa 
popular a las que se refiere el artículo 155 de la 
Constitución Nacional, el vocero designado por 
los ciudadanos podrá intervenir con voz ante las 
Plenarias de cada una de las Cámaras para defender 
o explicar la iniciativa. Para este propósito el vocero 
deberá inscribirse ante la Secretaría General y 
acogerse a las normas que para su intervención fije 
la Mesa Directiva.

Parágrafo segundo. Congreso Virtual. 
El congreso de la República deberá diseñar 
e implementar una plataforma digital que 
tiene como finalidad facilitar la interacción 
entre ciudadanos y congresistas, permitiendo 
mecanismos directos de participación ciudadana 
sobre proyectos de ley en trámite legislativo, 
y, según sea el caso participar de las consultas 
públicas que se realicen de acuerdo con las normas 
establecidas en la presente Ley. Adicionalmente 
permitiendo la opción de manifestarse a favor 
o en contra y, cuando corresponda, de justificar 
esa posición y formular propuestas específicas 
sobre el particular. 

Parágrafo tercero: Procedimiento. 
1. Se incorporará el “Congreso Virtual”- 

plataforma digital, donde todos los proyectos 
de Ley que puedan generar mayor interés 
al ciudadano, la ciudadanía pueda conocer 
todas las propuestas al proyecto de Ley, 
antes de dar inicio al correspondiente trámite 
de discusión y aprobación de la iniciativa 
legislativa. 

2. La Unidad Coordinadora de Atención 
Ciudadana del Congreso de la República, 
en coordinación con las Oficinas de 
Prensa y Comunicaciones, las Secretarías 
Generales de Senado y Cámara y Secretarías 
de Comisiones, serán las encargadas de 
determinar los proyectos que generan más 
interés en la ciudadanía colombiana, con 
base en todos los pronunciamientos que 
reciban a través de la plataforma digital y 
del tema de interés e impacto que genere en 
la ciudadanía. Por consiguiente, elaborarán 
un resumen del proyecto de ley en un 
lenguaje claro, como también las preguntas 
relativas a aspectos centrales del mismo que 
serán publicadas para que la ciudadanía se 
pronuncie al respecto. Contarán con el apoyo 
técnico que determinen las correspondientes 
Secretarías Generales de Senado y Cámara. 

3. Cuando se incorpore un nuevo proyecto de 
Ley al Congreso Virtual, no solamente se 

debe publicar en el sitio electrónico, páginas 
respectivas de Senado y Cámara, sino también 
se hará difusión de la iniciativa en todos los 
canales de comunicación del Congreso de la 
República, para que la ciudadanía conozca 
de la misma y pueda participar según sea el 
interés.

4. La Unidad Coordinadora de Atención 
Ciudadana del Congreso de la República, 
después de incorporar y publicar en la 
plataforma digital del Congreso Virtual, 
y concluido el plazo fijado para que la 
Ciudadanía participe en los proyectos de 
interés, sistematizará las respuestas y aportes 
recibidos y las enviará con un resumen 
analítico a la Secretaría de cada Comisión 
donde se ha dado inicio al trámite del 
proyecto de Ley, con la finalidad de que se 
informe a la comisión sobre los resultados 
obtenidos. Dicho documento será publicado 
en el sitio electrónico institucional y se dejará 
constancia de su resultado en el informe de 
la Comisión. 

Parágrafo cuarto: Fortalecimiento de la 
Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana del 
Congreso de la República. Se debe disponer del 
recurso humano y tecnológico para fortalecer la 
Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana del 
Congreso de la República, para atender lo dispuesto 
en la presente Ley. 

Artículo 3º. El Congreso de la República, 
tendrá seis (6) meses para reglamentar e 
implementar las disposiciones contempladas en el 
presente artículo. 

Artículo 4º. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de publicación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente, 
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*  *  *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 381 DE 2023 

CÁMARA
por medio de la cual se desarrolla el tratamiento 
penal diferenciado para pequeños cultivadores 
de plantaciones de uso ilícito, de acuerdo con 
las disposiciones del artículo 5° transitorio 
del Acto Legislativo 01 de 2017 y el numeral 
4.1.3.4 del Acuerdo Final para una Paz Estable 

y Duradera.
Bogotá, D. C., mayo de 2023
Honorable Representante
JUAN CARLOS WILLS OSPINA
Presidente
Comisión Primera Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Bogotá, D. C.
ASUNTO: Ponencia para primer debate 

Proyecto de ley número 381 de 2023 Cámara, 
por medio de la cual se desarrolla el tratamiento 
penal diferenciado para pequeños cultivadores 
de plantaciones de uso ilícito, de acuerdo con las 
disposiciones del artículo 5° transitorio del Acto 
Legislativo 01 de 2017 y el numeral 4.1.3.4 del 
Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera.”

Honorable Presidente:
Atendiendo lo establecido en el reglamento del 

Congreso, Ley 5a de 1992, y la gentil designación 
que nos hiciere la Mesa Directiva de esta Célula 
Legislativa, nos permitimos hacerle llegar en original 
y copias, el informe de ponencia para primer debate 
del correspondiente Proyecto de ley número 381 de 
2023 Cámara, “por medio de la cual se desarrolla 
el tratamiento penal diferenciado para pequeños 
cultivadores de plantaciones de uso ilícito, de acuerdo 
con las disposiciones del artículo 5° transitorio del 
Acto Legislativo 01 de 2017 y el numeral 4.1.3.4 del 
Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera” 
para que sea puesto a consideración de los honorables 
representantes de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente de la Cámara.

Del señor Presidente, respetuosamente:
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

381 DE 2023 CÁMARA
por medio de la cual se desarrolla el tratamiento 
penal diferenciado para pequeños cultivadores 
de plantaciones de uso ilícito, de acuerdo con las 
disposiciones del artículo 5° transitorio del Acto 
Legislativo 01 de 2017 y el numeral 4.1.3.4 del 
Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera.

1. Objetivo
La presente ley tiene por objeto crear mecanismos 

sociales y administrativos para reconocer un 
tratamiento penal diferencial, transitorio y 
condicionado, a las personas afectadas por la 
problemática de cultivo de plantaciones de uso 
ilícito en el país, con el fin de aportar elementos 
para la consolidación y sostenibilidad de la Paz en el 
período de posconflicto. En esa dirección, se crean 
herramientas que ofrecen alternativas dirigidas 
a reducir la judicialización, limitar el uso del 
encarcelamiento como retribución penal y disminuir 
el tiempo efectivo de privación de libertad de los 
procesados o condenados por los delitos tipificados 
en el artículo 375 de la Ley 599 de 2000.

Lo anterior, responde a la adopción de una 
política criminal en materia de drogas dirigida 
no a la judicialización como medida primigenia, 
sino al perfeccionamiento de políticas que 
aporten al desarrollo económico y social del país, 
particularmente, de las comunidades afectadas por 
el fenómeno de los cultivos de uso ilícito.

2. Antecedentes
El Proyecto de ley fue presentado ante la 

Secretaría General de la honorable Cámara de 
Representantes el 28 de marzo de 2023 por los 
Representantes Diógenes Quintero Amaya, Carlos 
Adolfo Ardila Espinosa, James Hermenegildo 
Mosquera Torres, Leonor María Palencia Vega, 
Santiago Osorio Marín, Orlando Castillo Advíncula, 
Jorge Alejandro Ocampo Giraldo, John Jairo 
González Agudelo, Gabriel Becerra Yáñez, John 
Fredy Núñez Ramos, Eduard Giovanny Sarmiento 
Hidalgo, Luis Alberto Albán Urbano, Luis Ramiro 
Ricardo Buelvas, Wilmer Yesid Guerrero Avendaño, 
Óscar Rodrigo Campo Hurtado, Gerson Lisímaco 
Montaño Arizala.

Conforme a lo dispuesto en la Ley 5ª de 1992, 
el proyecto fue repartido a la Comisión Primera 
Constitucional Permanente para iniciar su trámite 
donde fue designado como ponente el honorable 
representante Diógenes Quintero Amaya.

3. Contextualización del Proyecto de ley
El Acuerdo Final logrado entre las FARC- EP 

y el Gobierno Nacional, refleja la intención de las 
partes de encontrar una solución al problema de las 
drogas ilícitas a partir de los componentes básicos de 
la sustitución y erradicación de cultivos ilícitos, la 
prevención del consumo de sustancias sicoactivas y 
la lucha contra el narcotráfico y el lavado de activos. 
Para contribuir con el propósito de la sustitución y 

erradicación de cultivos ilícitos, en el acuerdo se 
pactó un tratamiento penal diferencial para pequeños 
cultivadores en aras de contribuir a la transformación 
económica y social de los territorios afectados por la 
problemática de las drogas ilícitas e intensificar la 
lucha contra los actores u organizaciones dedicadas 
al narcotráfico.

Como lo reconoce el Acuerdo Final, la persistencia 
del problema de las drogas ilícitas, está ligada a la 
existencia de condiciones de pobreza y marginalidad, 
debilidades de la política estatal y la existencia de 
organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico, 
que a su vez inciden en formas específicas de 
violencia que han atravesado, alimentado y 
financiado el conflicto armado interno. Aunque 
la política de lucha contra las drogas ejecutada en 
los últimos 30 años refleja algunos avances para 
enfrentar la problemática de las drogas ilícitas, 
como el desmantelamiento de bandas dedicadas al 
narcotráfico en toda su cadena (cultivo, producción, 
distribución y comercialización) y la erradicación 
considerable de hectáreas de plantaciones de uso 
ilícito; el fenómeno de las drogas ilícitas persiste en 
diferentes regiones del país. Esto demuestra que la 
política no ha logrado los resultados esperados.

A tono con la dificultad planteada, la presente ley 
pretende reorientar los esfuerzos de la política de 
lucha contra las drogas que venía implementándose 
hasta antes del Acuerdo Final, con el fin de adoptar 
medidas legislativas urgentes que respondan 
coherentemente a lo acordado entre el Gobierno 
Nacional y las FARC EP, de manera que se garantice 
la sostenibilidad del Acuerdo Final y se logre un 
tratamiento penal razonable y proporcionado para 
los pequeños cultivadores de plantaciones de uso 
ilícito. Para tales efectos, el subpunto 4.1.3.4. del 
Acuerdo Final (Solución al problema de las drogas 
ilícitas), señala lo siguiente:

“En el marco del fin del conflicto y en razón 
de su contribución a la construcción de la paz 
y al uso más efectivo de los recursos judiciales 
contra las organizaciones criminales vinculadas 
al narcotráfico y a partir de una visión integral de 
la solución definitiva al problema de los cultivos 
de uso ilícito, que tiene un origen multicausal, 
incluyendo causas de orden social y con el fin 
de facilitar la puesta en marcha del PNIS, el 
Gobierno se compromete a tramitar los ajustes 
normativos necesarios que permitan renunciar de 
manera transitoria al ejercicio de la acción penal 
o proceder con la extinción de la sanción penal 
contra los pequeños agricultores y agricultoras que 
estén o hayan estado vinculados con el cultivo de 
cultivos de uso ilícito cuando, dentro del término de 
1 año, contado a partir de la entrada en vigencia de 
la nueva norma, manifiesten formalmente ante las 
autoridades competentes, su decisión de renunciar 
a cultivar o mantener los cultivos de uso ilícito. El 
Gobierno Nacional garantizará durante este año el 
despliegue del PNIS en todas las zonas con cultivos de 
uso ilícito para que se puedan celebrar los acuerdos 
con las comunidades e iniciará su implementación 
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efectiva. El ajuste normativo deberá reglamentar los 
criterios para identificar quienes son los pequeños 
agricultores y agricultoras de cultivos de uso ilícito. 
La manifestación voluntaria de renuncia al cultivo 
de uso ilícito y a la permanencia en dicha actividad, 
podrá darse de manera individual, o en el marco de 
acuerdos de sustitución con las comunidades. Este 
tratamiento podrá ser revocado por reincidencia 
en las conductas asociadas a cualquier eslabón 
de la cadena de producción de los cultivos de uso 
ilícito y sus derivados. Se dará prioridad en la 
implementación a los programas de sustitución de 
cultivos de uso ilícito”.

A su vez, el sub-punto 6.1.9. (Prioridades para 
la implementación normativa), supone garantizar 
lo siguiente:

“El Acuerdo Final se incorporará conforme a 
las normas constitucionales. De forma prioritaria 
y urgente se tramitarán los siguientes proyectos 
normativos conforme al procedimiento establecido 
en el Acto Legislativo 1 de 2016 o mediante otro Acto 
legislativo en caso de que el anterior procedimiento 
no estuviera vigente:

“Ley de tratamiento penal diferenciado para 
delitos relacionados con los cultivos de uso 
ilícito, cuando los condenados o procesados sean 
campesinos no pertenecientes a organizaciones 
criminales, (…)”.

Así mismo, el artículo 5 transitorio del Acto 
Legislativo 01 de 2017, señaló lo siguiente:

“(…) La ley reglamentará el tratamiento penal 
diferenciado a que se refiere el numeral 4.1.3.4. 
del Acuerdo Final en lo relativo a la erradicación 
voluntaria de cultivos ilícitos, y determinará, 
conforme a lo establecido en el Acuerdo Final, en 
qué casos y bajo qué circunstancias corresponde 
a la jurisdicción ordinaria la investigación y 
juzgamiento de los delitos de conservación y 
financiamiento de plantaciones (artículo 375 del 
Código Penal), tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes (artículo 376 del Código Penal) y 
destinación ilícita de muebles o inmuebles (artículo 
377 del Código Penal) cometidos por las personas 
respecto de quienes la JEP tendría competencia” 
(…).

Atendiendo lo anterior, el acto legislativo incorpora 
a la Constitución Política una nueva renuncia al 
ejercicio de la acción penal, a la extinción de la acción 
penal y extinción de la sanción penal, de acuerdo a 
lo previsto en el punto 4.1.3.4. del Acuerdo Final de 
La Habana. Dicho punto contempla dos condiciones 
particulares para el tratamiento penal diferencial: 
(i). La suscripción de un compromiso de renuncia a 
cultivar o mantener los cultivos de uso ilícito; y (ii). 
Acogerse al Programa de Sustitución de Plantaciones 
de Uso Ilícito que adopte el Gobierno nacional.

En desarrollo de lo anterior, la presente ley 
reglamentará el artículo 5 transitorio del Acto 
Legislativo 01 de 2017, con el fin de permitir que la 
renuncia a la acción penal, la extinción de la acción 
penal y la extinción de la sanción penal prevista 

en el punto 4.1.3.4. del Acuerdo Final, pueda 
aplicarse a las expresiones de criminalidad ordinaria 
enunciadas en dicho acto legislativo relacionada 
con las plantaciones de cultivos de uso ilícito, 
que por su influencia y conexión con el conflicto 
armado interno y la relación con la actividad que el 
grupo armado al margen de la ley desarrollaba en 
determinado territorio, se incluyeron en el marco de 
la política y justicia transicional del Estado.

4. Programa Nacional de Sustitución de 
Cultivos

El Decreto Ley 896 de 2017 crea el Programa 
Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de 
Uso Ilícito (PNIS), a cargo de la Dirección para la 
Sustitución de Cultivos Ilícitos adscrita a la Alta 
Consejería Presidencial para el Posconflicto del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República. La Dirección desarrollará las funciones 
relacionadas con el Programa en coordinación con 
las autoridades del orden nacional y territorial, y la 
participación de las comunidades. El objeto del PNIS 
es promover la sustitución voluntaria de cultivos 
de uso ilícito, a través del desarrollo de programas 
y proyectos para contribuir a la superación de 
condiciones de pobreza y marginalidad de las 
familias campesinas que derivan su subsistencia de 
los cultivos de uso ilícito.

El equipo de seguimiento integral a los programas 
de Desarrollo Alternativo de UNODC realiza el 
monitoreo y la verificación del PNIS con el objetivo 
de evidenciar el cumplimiento de los compromisos 
que las familias cultivadoras asumen y constatar 
los avances en la ejecución de los componentes 
acordados entre el Gobierno de Colombia y las 
comunidades.

El proceso de monitoreo y verificación de 
UNODC comprende cuatro misiones durante toda la 
implementación del programa. En la primera misión 
se realiza la caracterización de los cultivos ilícitos a 
los beneficiarios inscritos como cultivadores (línea 
base); en la segunda misión se verifica la erradicación 
voluntaria de los lotes comprometidos; en la tercera 
misión (seguimiento) se verifica el cumplimiento de 
los compromisos suscritos en el acuerdo individual 
y se evidencian los avances en la implementación 
de los componentes del PAI (Plan de Atención 
Inmediata) familiar; y en la cuarta misión se obtiene 
la información para la elaboración de la línea final 
que permite evaluar los resultados y la efectividad 
de la intervención.

Sin embargo, el PNIS ha presentado fallas en su 
implementación que hacen pertinente tomar medidas 
tendientes a reformarlo. Según la Fundación Ideas 
para la Paz: 

El PNIS debería pasar de un programa enfocado 
en las familias a ser una plataforma para generar 
oportunidades en las áreas con presencia de cultivos 
ilícitos, que logre articular las diferentes acciones del 
Estado en las zonas donde opera. El Programa no debe 
continuar operando como una camisa de talla única, 
sino que debe adaptarse a las condiciones locales.
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5. La inclusión de los pequeños cultivadores 
en el marco de la Justicia transicional y 
de la competencia de la justicia ordinaria 
para conocer del delito de cultivos ilícitos

El artículo 66 transitorio de la Constitución Política 
estableció los instrumentos de justicia transicional 
que puede implementar el Estado colombiano 
con la finalidad de “facilitar la terminación del 
conflicto armado interno y el logro de la paz estable 
y duradera”, para lo cual el constituyente derivado 
autoriza la expedición de una ley estatutaria que 
otorgue un “tratamiento diferenciado para los 
distintos grupos armados al margen de la ley que 
hayan sido parte en el conflicto armado interno y 
también para los agentes del Estado, en relación con 
su participación en el mismo”.

Esta regulación superior, sin embargo, no previó 
la aplicación de instrumentos de justicia transicional 
para personas no pertenecientes a los grupos armados 
al margen de la ley y que tampoco sean agentes del 
Estado, que hayan podido cometer infracciones a la 
ley penal como consecuencia del conflicto armado 
interno o compelidas por la violencia implícita del 
mismo que los haya conducido a la comisión de 
actos delictivos.

En el inciso 4° del artículo transitorio 66, se 
estableció la figura de la “renuncia condicionada a 
la persecución judicial penal de todos los casos no 
seleccionados” por la Fiscalía General de la Nación, 
figura que tampoco se refiere a personas que no 
perteneciendo a los grupos armados al margen de 
la ley hubiesen cometido delitos en el marco del 
conflicto armado interno.

De esta forma, en el diseño constitucional 
de la política transicional y, en particular, en los 
instrumentos de justicia transicional que se consagran 
en la Constitución, quedó un vacío respecto de la 
situación de los particulares que por virtud del 
conflicto armado contribuyeron involuntariamente 
con las fuentes de alimentación o financiación del 
mismo, o se sometieron a las condiciones que las 
estructuras ilegales establecían mediante el poder 
de facto, para garantizar el ejercicio de algunos 
derechos fundamentales a los habitantes de la 
regiones que tenían bajo su control. 

Es la situación, por ejemplo, de los pequeños 
cultivadores de coca, cannabis o amapola, que 
ejercían esta actividad como único medio adecuado 
de subsistencia en la región en donde operaban 
los actores ilegales, y no con el fin de alimentar y 
financiar el conflicto armado.

Así las cosas, el vacío constitucional del artículo 
66 transitorio, lo llena el artículo 5 transitorio 
del Acto Legislativo 01 de 2017, permitiendo 
que los pequeños cultivadores examinados en el 
Acuerdo Final para la terminación del conflicto 
y la consolidación de una Paz estable y duradera, 
sean favorecidos con mecanismos de justicia 
transicional para abandonar las actividades ilegales 
y reincorporarse a la economía lícita del país.

El referido artículo 5 transitorio del Acto 
Legislativo 01 de 2017 advierte la necesidad de 
diferenciar en qué casos y bajo qué circunstancias 
corresponde a la jurisdicción ordinaria investigar 
y juzgar la conducta delictiva cometida por los 
pequeños cultivadores.

Como se referencia en el enunciado artículo, 
la Jurisdicción Especial para la Paz conocerá de 
manera preferente y de forma exclusiva de las 
conductas delictivas cometidas, por causa, con 
ocasión o en relación directa o indirecta con el 
marco del conflicto armado, para los combatientes 
de los grupos armados al margen de la ley que hayan 
suscrito con el Gobierno Nacional un Acuerdo de 
Paz, Agentes del Estado y Terceros no pertenecientes 
a organizaciones o grupos armados. De acuerdo con 
la anterior disposición, la Jurisdicción Especial para 
la Paz tendría competencia para conocer del delito 
de conservación y financiación de plantaciones 
cuando es cometido por los sujetos allí definidos y 
bajo circunstancias especiales, como lo es el ánimo 
de alimentar o financiar el conflicto armado.

Frente a la situación de los pequeños cultivadores 
que reglamenta la presente ley, es decir, aquellos que 
cometieron el delito de conservación y financiación 
de plantaciones como consecuencia del conflicto 
interno o compelidos por la violencia implícita del 
mismo o por las condiciones que las estructuras 
ilegales establecían mediante el poder de facto 
para garantizar el ejercicio de algunos derechos 
fundamentales a los habitantes de la regiones que 
tenían bajo su control o que cultivaban plantaciones 
de uso ilícito como único medio adecuado de 
subsistencia en la región en donde operaban los 
actores ilegales, y que por ende contribuyeron 
involuntariamente a la financiación y alimentación 
del conflicto; no tendría competencia la Jurisdicción 
Especial para la Paz.

Además, no debe perderse de vista que la 
Jurisdicción especial para la Paz consagra otros 
elementos que impedirían el ejercicio de su 
competencia para conocer de la conducta de los 
pequeños cultivadores, por cuanto no podrían 
cumplir las siguientes condiciones: (i) la dejación de 
las armas; (ii) el reconocimiento de responsabilidad; 
(iii) la contribución al esclarecimiento de la verdad 
y a la reparación integral de las víctimas; (iv) la 
liberación de los secuestrados, y (v) la desvinculación 
de los menores de edad reclutados ilícitamente que 
se encuentren en poder de los grupos armados al 
margen de la ley.

Así las cosas, la conducta de conservación y 
financiación de plantaciones de uso ilícito cuando 
es cometida por el pequeño cultivador que cobija 
la presente ley, estará sometida a la competencia 
de la justicia ordinaria en el marco de la renuncia 
al ejercicio de la acción penal, a la extinción de 
la acción penal y extinción de la sanción penal 
incorporada en la Constitución Política a través del 
artículo 5° del Acto Legislativo 01 de 2017.
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6. PLIEGO DE MODIFICACIONES

Texto Original Presentado Texto Propuesto para Primer Debate
ARTÍCULO 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto es-
tablecer las medidas de un tratamiento penal diferenciado, 
transitorio y condicionado para los cultivadores de planta-
ciones de uso ilícito que, previa verificación de requisitos, se 
vinculen a cualquiera de los programas que integran el Plan 
Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos PNIS o cualquier 
otro programada estatal destinado a la sustitución de cultivos 
de uso ilícito.

ARTÍCULO 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto es-
tablecer las medidas de un tratamiento penal diferenciado, 
transitorio y condicionado para los cultivadores de planta-
ciones de uso ilícito que, previa verificación de requisitos, se 
vinculen a cualquiera de los programas que integran el Plan 
Programa Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos PNIS 
o cualquier otro programada estatal destinado a la sustitución 
de cultivos de uso ilícito.

ARTÍCULO 2°. Tratamiento penal diferenciado. El trata-
miento penal diferenciado consistirá en la renuncia, por parte 
de la autoridad competente, al ejercicio de la acción penal o 
su extinción, según sea el caso, así como la extinción de la 
pena o de la acción de extinción de dominio por las conduc-
tas tipificadas en el artículo 375 de la Ley 599 de 2000, por 
única vez, y con previa verificación del acogimiento a los 
programas del Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos 
PNIS o cualquier otro programada estatal destinado a la sus-
titución de cultivos de uso ilícito. 
A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, los po-
sibles beneficiarios tendrán el término de un (1) año para 
vincularse a los diferentes programas del Nacional de Susti-
tución de Cultivos Ilícitos PNIS o cualquier otro programada 
estatal destinado a la sustitución de cultivos de uso ilícito.

ARTÍCULO 2°. Tratamiento penal diferenciado. El trata-
miento penal diferenciado consistirá en la renuncia, por parte 
de la autoridad competente, al ejercicio de la acción penal o 
su extinción, según sea el caso, así como la extinción de la 
pena o de la acción de extinción de dominio por las conduc-
tas tipificadas en el artículo 375 de la Ley 599 de 2000, por 
única vez, y con previa verificación del acogimiento a los 
programas del Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos 
PNIS o cualquier otro programada programa estatal destina-
do a la sustitución de cultivos de uso ilícito. 
A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, los po-
sibles beneficiarios tendrán el término de un (1) año para 
vincularse a los diferentes programas del Nacional de Susti-
tución de Cultivos Ilícitos PNIS o cualquier otro programada 
estatal destinado a la sustitución de cultivos de uso ilícito.

ARTÍCULO 3°. Modificación al Código Penal. Modifíquese 
el artículo 375 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
Artículo 375. Conservación o financiación de plantaciones. 
El que sin permiso de autoridad competente cultive, conserve 
o financie plantaciones de las que se puedan producir cocaína, 
marihuana, morfina y heroína, o cualquiera otra droga que pro-
duzca dependencia, en áreas cuyo tamaño sea superior al de-
limitado por El Consejo Nacional de Estupefacientes, o quien 
haga sus veces, incurrirá en pena de nueve (9) a quince (15) 
años de prisión y multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Las sanciones previstas en este artículo no aplicarán para el 
uso médico y científico del cannabis siempre y cuando se ten-
gan las licencias otorgadas, ya sea por el Ministerio de Salud 
y Protección Social o el Ministerio de Justicia y del Derecho, 
según sus competencias.
Tampoco incurrirán en las penas previstas en el presente ar-
tículo los pequeños cultivadores incluidos en el Programa 
Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos mientras esté vi-
gente su vinculación al Programa y por el término que dure 
su proceso en el mismo.  

Sin modificaciones

ARTÍCULO 4°. Consejo Nacional de Estupefacientes. 
Para los fines del artículo 375 del Código Penal, el Consejo 
Nacional de Estupefacientes expedirá anualmente acto ad-
ministrativo mediante el cual dispondrá el área máxima de 
cultivo permitida.

Sin modificaciones

ARTÍCULO 5°. Solicitud de Beneficios. En el año siguiente 
a la expedición de la presente Ley, las personas condenadas 
por el delito descrito en el artículo 375 de la Ley 599 de 2000 
podrán solicitar por única vez la extinción de la sanción pe-
nal, el juez competente la decretará al constatar:
1. Que el solicitante se encuentre inscrito en el Programa Na-
cional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos o cualquier 
otra estrategia de sustitución de cultivos de uso ilícito que el 
gobierno nacional defina,

ARTÍCULO 5°. Solicitud de Beneficios. En el año siguiente 
a la expedición de la presente Ley, las personas condenadas 
por el delito descrito en el artículo 375 de la Ley 599 de 2000 
podrán solicitar por única vez la extinción de la sanción pe-
nal, el juez competente la decretará al constatar:
1. Que el solicitante se encuentre inscrito en el Programa Na-
cional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos o cualquier 
otra estrategia de sustitución de cultivos de uso ilícito que el 
gobierno nacional defina,

En conclusión del presente capítulo, la presente 
ley, con el fin de garantizar la sostenibilidad del 
Acuerdo Final en cuanto a la exigencia del punto 
4 de lograr una solución al problema de las drogas 
ilícitas, pretende encontrar una solución al problema 
de los cultivos ilícitos dentro del marco de una 

política dirigida a la solución conjunta e integral 
que atienda las causas y consecuencias de dicho 
fenómeno y que permita el perfeccionamiento de 
estrategias que aporten al desarrollo económico y 
social de las poblaciones afectadas por los cultivos 
de uso ilícito.
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Texto Original Presentado Texto Propuesto para Primer Debate
2. Que el área cultivada por la cual se dictó la condena origi-
nal sea igual o menor a la determinada por el Consejo Nacio-
nal de Estupefacientes,
3. Que la persona presente ante el director del Programa Na-
cional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos, o quien 
haga sus veces, un acta de compromiso según la cual renun-
cie irrevocablemente a cultivar o mantener las plantaciones 
de uso ilícito,
4. Que la persona no sea agente del Estado o miembro de un 
grupo al margen de la Ley según la categorización hecha por 
el Gobierno Nacional.
5. Que la persona no esté siendo procesada por el mismo de-
lito en la Jurisdicción Especial para la Paz.
Asimismo, las personas sujetas a un proceso penal por el de-
lito referido en el inciso primero del presente artículo podrán 
solicitar por única vez la extinción de la acción penal a la 
fiscalía tras acreditar los mismos requisitos aquí exigidos a 
los condenados para la solicitud de la extinción de la sanción. 
Parágrafo 1°. Para la concesión de ambos beneficios se pro-
cederá según lo establecido en la Ley. 
Parágrafo 2°. Para la suscripción del acta referida en el nume-
ral 3 del presente artículo, el interesado informará al Ministe-
rio Público o a la Fiscalía General de la Nación de su voluntad 
personalmente o por medio de apoderado. El Ministerio Públi-
co o la Fiscalía General de la Nación, comunicará a su vez la 
intención del procesado o condenado a la dirección del PNIS y 
facilitará lo necesario para la culminación del trámite.

2. Que el área cultivada por la cual se dictó la condena origi-
nal sea igual o menor a la determinada por el Consejo Nacio-
nal de Estupefacientes,
3. Que la persona presente ante el director del Programa Na-
cional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos, o quien 
haga sus veces, un acta de compromiso según la cual renun-
cie irrevocablemente a cultivar o mantener las plantaciones 
de uso ilícito,
4. Que la persona no sea agente del Estado o miembro de un 
grupo al margen de la Ley según la categorización hecha por 
el Gobierno Nacional.
5. Que la persona no esté siendo procesada por el mismo de-
lito en la Jurisdicción Especial para la Paz.
Asimismo, las personas sujetas a un proceso penal por el de-
lito referido en el inciso primero del presente artículo podrán 
solicitar por única vez la extinción de la acción penal a la 
fiscalía tras acreditar los mismos requisitos aquí exigidos a 
los condenados para la solicitud de la extinción de la sanción. 
Parágrafo 1°. Para la concesión de ambos beneficios se pro-
cederá según lo establecido en la Ley. 
Parágrafo 2°. Para la suscripción del acta referida en el nume-
ral 3 del presente artículo, el interesado informará al Ministe-
rio Público o a la Fiscalía General de la Nación de su voluntad 
personalmente o por medio de apoderado. El Ministerio Públi-
co o la Fiscalía General de la Nación, comunicará a su vez la 
intención del procesado o condenado a la dirección del PNIS y 
facilitará lo necesario para la culminación del trámite.

ARTÍCULO 6°. Priorización. Los jueces competentes prio-
rizarán las solicitudes de extinción de sanción o de acción 
penal referidas en la presente Ley cuando hayan sido presen-
tadas por madres cabeza de hogar o personas en situación de 
vulnerabilidad.

Sin modificaciones

ARTÍCULO 7°. Exclusión de Beneficios. Las personas que, 
habiéndose acogido a los beneficios de la presente Ley, incu-
rran nuevamente en la comisión de la conducta punible del 
artículo 375 de la Ley 599 de 2000, no podrán gozar nueva-
mente de ellos y serán juzgados según las normas generales 
de procedimiento penal.
Tampoco podrán acceder a estos beneficios aquellas personas 
que, siendo condenadas por el delito del artículo 375 de la 
Ley 599 de 2000, hayan completado su condena.

Sin modificaciones

ARTÍCULO 8°. Conexidad. Las personas procesadas por los 
delitos contemplados en los artículos 376, 377 y 382 de la Ley 
599 de 2000 podrán acogerse a los beneficios referidos en la 
presente Ley cuando se decrete la conexidad con el delito del 
que trata el artículo 375 del Código Penal; su defensa, por úni-
ca vez y para los fines de este articulado, podrá solicitar la 
conexidad en cualquier etapa procesal en que se halle la litis.
Las personas que hayan sido condenadas por la conducta de-
lictiva descrita en el artículo 375 del Código Penal en con-
curso con los delitos de los artículos 376, 377 o 382 podrán 
solicitar la declaratoria de conexidad extemporánea al Juez 
de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para gozar 
de los beneficios de la presente Ley, para lo cual, el Juez de 
Ejecución de Penas ordenará remitir el expediente al juez de 
conocimiento para que éste último decida sobre la solicitud 
mediante auto.
En ambos casos, de ser declarada la conexidad, el juez co-
rrespondiente podrá conceder los beneficios del trato penal 
diferenciado según lo dispuesto en el artículo 5 precedente.

Sin modificaciones

ARTÍCULO 9°. Concursos. El tratamiento penal diferen-
ciado no será aplicable cuando el solicitante no le haya sido 
decretada la conexidad de acuerdo con el artículo anterior y 
esté siendo procesado o haya sido condenado por el delito 
del artículo 375 de la Ley 599 de 2000, inciso 1°, en concur-
so con otros delitos, salvo el delito de destinación ilícita de 
inmuebles del artículo 377.

Sin modificaciones
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ARTÍCULO 10. Efectos sobre los bienes. Las medidas 
cautelares existentes sobre los bienes afectados por el deli-
to serán suspendidas o levantadas por las autoridades com-
petentes, según sea el caso. Asimismo, serán suspendidos o 
terminados los procesos de extinción de dominio adelantados 
contra quienes resulten favorecidos con la renuncia al ejerci-
cio de la acción penal.

Los bienes referidos en el inciso anterior serán devueltos a 
los beneficiarios del tratamiento penal diferenciado, siempre 
y cuando demuestre su relación jurídica con el bien.

ARTÍCULO 10. Efectos sobre los bienes. Las medidas cau-
telares existentes sobre los bienes afectados por el delito 
vinculados a los procesos referidos en la presente Ley serán 
suspendidas o levantadas por las autoridades competentes, 
según sea el caso. Asimismo, serán suspendidos o termina-
dos los procesos de extinción de dominio adelantados contra 
quienes resulten favorecidos con la renuncia al ejercicio de 
la acción penal.
Los bienes referidos en el inciso anterior serán devueltos a 
los beneficiarios del tratamiento penal diferenciado, siempre 
y cuando demuestre su relación jurídica con el bien y este no 
haya sido enajenado a terceros de buena fe.

ARTÍCULO 11. Vigencia. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean 
expresamente contrarias.

Sin modificaciones

6. Conflicto de Interés
El artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 -Reglamento 

Interno del Congreso, modificado por el artículo 3° 
de la Ley 2003 de 2019, establece que: “el autor del 
proyecto y el ponente presentarán en el cuerpo de 
la exposición de motivos un acápite que describa 
las circunstancias o eventos que podrían generar un 
conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, de acuerdo con el artículo 286. Estos serán 
criterios guías para que los otros congresistas tomen 
una decisión en torno a si se encuentran en una 
causal de impedimento, no obstante, otras causales 
que el Congresista pueda encontrar”. A su turno, el 
artículo 286 de la norma en comento, modificado 
por el artículo 1° de la Ley 2003 de 2019, define 
el conflicto de interés como la “situación donde la 
discusión o votación de un proyecto de ley o acto 
legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista”.

De conformidad con lo anterior, tenemos que 
esta iniciativa legislativa regula el sistema general 
de salud de Colombia, por lo que podrían incurrir 
en conflicto de interés los congresistas que reciban 
un beneficio particular, actual y directo con el 
proyecto, o si su cónyuge o compañero o compañera 
permanente, o a alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad o primero civil ostentan la misma condición. 
De igual forma me permito señalar que en el trámite 
de este proyecto podrían presentarse conflictos de 
interés moral por parte de aquellos congresistas que 
por razones de conciencia consideran que no deben 
participar en la discusión y votación del presente 
proyecto.

7. Proposición
De acuerdo con lo expuesto anteriormente, 

presentamos ponencia favorable al Proyecto de 
ley número 381 de 2023 Cámara, por medio de la 
cual se desarrolla el tratamiento penal diferenciado 
para pequeños cultivadores de plantaciones de uso 
ilícito, de acuerdo con las disposiciones del artículo 
5° transitorio del Acto Legislativo 01 de 2017 y el 
numeral 4.1.3.4 del Acuerdo Final para una Paz 
Estable y Duradera y proponemos a la Comisión 
Primera Constitucional Permanente de la Honorable 

Cámara de Representantes darle debate al Proyecto 
de ley con el pliego de modificaciones propuesto.

De los honorables Congresistas: 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 381 DE 

2023 CÁMARA
por medio de la cual se desarrolla el tratamiento 
penal diferenciado para pequeños cultivadores 
de plantaciones de uso ilícito, de acuerdo con las 
disposiciones del artículo 5° transitorio del Acto 
Legislativo 01 de 2017 y el numeral 4.1.3.4 del 

Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera”
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto establecer las medidas de un tratamiento penal 
diferenciado, transitorio y condicionado para los 
cultivadores de plantaciones de uso ilícito que, previa 
verificación de requisitos, se vinculen a cualquiera 
de los programas que integran el Programa Nacional 
de Sustitución de Cultivos Ilícitos PNIS o cualquier 
otro programada estatal destinado a la sustitución de 
cultivos de uso ilícito. 

Artículo 2. Tratamiento penal diferenciado. 
El tratamiento penal diferenciado consistirá en la 
renuncia, por parte de la autoridad competente, al 
ejercicio de la acción penal o su extinción, según sea 
el caso, así como la extinción de la pena o de la acción 
de extinción de dominio por las conductas tipificadas 
en el artículo 375 de la Ley 599 de 2000, por única 
vez, y con previa verificación del acogimiento a los 
programas del Nacional de Sustitución de Cultivos 
Ilícitos PNIS o cualquier otro programa estatal 
destinado a la sustitución de cultivos de uso ilícito. 

A partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley, los posibles beneficiarios tendrán el término de 
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un (1) año para vincularse a los diferentes programas 
del Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos PNIS 
o cualquier otro programada estatal destinado a la 
sustitución de cultivos de uso ilícito.

Artículo 3°. Modificación al Código Penal. 
Modifíquese el artículo 375 de la Ley 599 de 2000, 
el cual quedará así: 

Artículo 375. Conservación o financiación 
de plantaciones. El que sin permiso de autoridad 
competente cultive, conserve o financie plantaciones 
de las que se puedan producir cocaína, marihuana, 
morfina y heroína, o cualquiera otra droga que 
produzca dependencia, en áreas cuyo tamaño sea 
superior al delimitado por El Consejo Nacional de 
Estupefacientes, o quien haga sus veces, incurrirá 
en pena de nueve (9) a quince (15) años de prisión y 
multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

Las sanciones previstas en este artículo no 
aplicarán para el uso médico y científico del cannabis 
siempre y cuando se tengan las licencias otorgadas, 
ya sea por el Ministerio de Salud y Protección Social 
o el Ministerio de Justicia y del Derecho, según sus 
competencias.

Tampoco incurrirán en las penas previstas en el 
presente artículo los pequeños cultivadores incluidos 
en el Programa Nacional de Sustitución de Cultivos 
Ilícitos mientras esté vigente su vinculación al 
Programa y por el término que dure su proceso en el 
mismo. 

Artículo 4°. Consejo Nacional de Estupefacientes. 
Para los fines del artículo 375 del Código Penal, 
el Consejo Nacional de Estupefacientes expedirá 
anualmente acto administrativo mediante el cual 
dispondrá el área máxima de cultivo permitida.

Artículo 5°. Solicitud de Beneficios. En el año 
siguiente a la expedición de la presente Ley, las 
personas condenadas por el delito descrito en el 
artículo 375 de la Ley 599 de 2000 podrán solicitar 
por única vez la extinción de la sanción penal, el juez 
competente la decretará al constatar:

1. Que el solicitante se encuentre inscrito en el 
Programa Nacional Integral de Sustitución 
de Cultivos Ilícitos o cualquier otra estrategia 
de sustitución de cultivos de uso ilícito que el 
Gobierno nacional defina,

2. Que el área cultivada por la cual se dictó 
la condena original sea igual o menor a la 
determinada por el Consejo Nacional de 
Estupefacientes,

3. Que la persona presente ante el director del 
Programa Nacional Integral de Sustitución de 
Cultivos Ilícitos, o quien haga sus veces, un 
acta de compromiso según la cual renuncie 
irrevocablemente a cultivar o mantener las 
plantaciones de uso ilícito,

4. Que la persona no sea agente del Estado o 
miembro de un grupo al margen de la Ley 
según la categorización hecha por el Gobierno 
Nacional.

Asimismo, las personas sujetas a un proceso penal 
por el delito referido en el inciso primero del presente 
artículo podrán solicitar por única vez la extinción de 
la acción penal a la fiscalía tras acreditar los mismos 
requisitos aquí exigidos a los condenados para la 
solicitud de la extinción de la sanción. 

Parágrafo 1°. Para la concesión de ambos 
beneficios se procederá según lo establecido en la 
Ley. 

Parágrafo 2°. Para la suscripción del acta referida 
en el numeral 3 del presente artículo, el interesado 
informará al Ministerio Público o a la Fiscalía 
General de la Nación de su voluntad personalmente 
o por medio de apoderado. El Ministerio Público o la 
Fiscalía General de la Nación, comunicará a su vez la 
intención del procesado o condenado a la dirección 
del PNIS y facilitará lo necesario para la culminación 
del trámite.

Artículo 6°. Priorización. Los jueces competentes 
priorizarán las solicitudes de extinción de sanción o 
de acción penal referidas en la presente Ley cuando 
hayan sido presentadas por madres cabeza de hogar o 
personas en situación de vulnerabilidad.

Artículo 7°. Exclusión de Beneficios. Las 
personas que, habiéndose acogido a los beneficios de 
la presente Ley, incurran nuevamente en la comisión 
de la conducta punible del artículo 375 de la Ley 
599 de 2000, no podrán gozar nuevamente de ellos 
y serán juzgados según las normas generales de 
procedimiento penal.

Tampoco podrán acceder a estos beneficios 
aquellas personas que, siendo condenadas por el 
delito del artículo 375 de la Ley 599 de 2000, hayan 
completado su condena.

Artículo 8°. Conexidad. Las personas procesadas 
por los delitos contemplados en los artículos 376, 
377 y 382 de la Ley 599 de 2000 podrán acogerse a 
los beneficios referidos en la presente Ley cuando se 
decrete la conexidad con el delito del que trata el artículo 
375 del Código Penal; su defensa, por única vez y para 
los fines de este articulado, podrá solicitar la conexidad  
en cualquier etapa procesal en que se halle la litis.

Las personas que hayan sido condenadas por 
la conducta delictiva descrita en el artículo 375 del 
Código Penal en concurso con los delitos de los 
artículos 376, 377 o 382 podrán solicitar la declaratoria 
de conexidad extemporánea al Juez de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad para gozar de los 
beneficios de la presente Ley, para lo cual, el Juez 
de Ejecución de Penas ordenará remitir el expediente 
al juez de conocimiento para que éste último decida 
sobre la solicitud mediante auto.

En ambos casos, de ser declarada la conexidad, el 
juez correspondiente podrá conceder los beneficios 
del trato penal diferenciado según lo dispuesto en el 
artículo 5° precedente.

Artículo 9°. Concursos. El tratamiento penal 
diferenciado no será aplicable cuando el solicitante 
no le haya sido decretada la conexidad de acuerdo 
con el artículo anterior y esté siendo procesado o haya 
sido condenado por el delito del artículo 375 de la Ley 
599 de 2000, inciso 1°, en concurso con otros delitos, 



Página 30 Jueves, 18 de mayo de 2023 Gaceta del Congreso  497

salvo el delito de destinación ilícita de inmuebles del 
artículo 377.

Artículo 10. Efectos sobre los bienes. Las medidas 
cautelares existentes sobre los bienes vinculados a los 
procesos referidos en la presente Ley serán suspendidas 
o levantadas por las autoridades competentes, según 
sea el caso. Asimismo, serán suspendidos o terminados 
los procesos de extinción de dominio adelantados 
contra quienes resulten favorecidos con la renuncia al 
ejercicio de la acción penal.

Los bienes referidos en el inciso anterior serán 
devueltos a los beneficiarios del tratamiento penal 
diferenciado, siempre y cuando demuestre su relación 
jurídica con el bien y este no haya sido enajenado a 
terceros de buena fe.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean expresamente contrarias.

De los honorables Congresistas.
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